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¿Cuánto demora la 
designación de jueces/zas
en Argentina?
Un estudio sobre los procesos de selección
de magistrados/as en el ámbito del Consejo
de la Magistratura y del Poder Ejecutivo Nacional

Celeste Leonardi*

Resumen

Con la reforma constitucional de 1994, Argentina incorporó un Consejo de la 
Magistratura para seleccionar jueces para los juzgados federales inferiores. El 
Consejo de la Magistratura evalúa a los/as postulantes para determinar una terna 
con los mejores tres candidatos/as, la cual es elevada al Presidente quien debe 
elegir a uno/a, y solicitar el acuerdo del Senado. La duración del procedimiento 
de selección de magistrados/as tiene una estrecha vinculación con la cantidad de 
cargos vacantes. En efecto, dado que los órganos judiciales no pueden permanecer 
acéfalos, se designan jueces/zas provisorios/as o “subrogantes”, quienes no 
cuentan con las garantías constitucionales de las cuales gozan los magistrados. De 
allí la importancia que los concursos públicos se resuelvan en plazos razonables. 
Este informe analiza la duración de los procesos de designación de jueces/zas en 
el periodo 2007- 2012. En primer lugar se estudiarán los concursos públicos que 
fueron resueltos por el Consejo de la Magistratura y en segundo lugar, se hará 
referencia a los pliegos remitidos por el Poder Ejecutivo Nacional al Senado. 

Palabras clave: Consejo de la Magistratura, Designación de jueces, Independencia 
judicial, Concursos públicos, Jueces subrogantes. 

* Celeste Leonardi es abogada por la Universidad Nacional de La Plata (UNLP) y candidata a Magister en 
Derechos Humanos por la UNLP donde, además, es adscripta docente de la asignatura Derecho Penal I. 
Desde 2012 se desempeña en el Área de Justicia y Cárceles de la Asociación por los Derechos Civiles (ADC). 
Este artículo fue realizado bajo la dirección de Eleonora Rabinovich, Directora Adjunta de la ADC.
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I. El sistema de selección de jueces/zas

La Constitución Nacional de 1853 en su artículo 86 inciso 5 establecía un modelo ex-
clusivamente político para la selección de jueces/zas. En ese sentido, disponía entre las 
atribuciones del Presidente de la Nación la de nombrar a los magistrados de la Corte 
Suprema y de los demás tribunales federales inferiores, con acuerdo del Senado. Este 
sistema, tomado de la Constitución norteamericana, fue ampliamente criticado por la 
excesiva politización en la selección de jueces. Así, en el “Núcleo de coincidencias básicas” 
para la Convención Constituyente de 1994 se planteó que: 

“La sociedad argentina apetece mayor transparencia en el nombramiento de sus jueces, 
mayor eficiencia en la remoción de magistrados respecto de los cuales se acrediten actos 
de inconducta y mayor confiabilidad en la administración de la cosa judicial mientras los 
jueces desempeñan su función específica, que es la de resolver casos contenciosos. A estos 
objetivos apunta la importante reforma judicial que contiene el proyecto en consideración 
(Convención Constituyente, 1994)”. 

La creación del Consejo de la Magistratura se justificó en la demanda ciudadana de contar 
con mecanismos transparentes que promovieran la designación de candidatos probos, 
capaces e independientes (ADC, 2008:165). 

Luego de la reforma de 1994, el artículo 99 inciso 4 de la Constitución Nacional estable-
ció que el Presidente de la Nación “nombra los demás jueces de los tribunales federales 
inferiores en base a una propuesta vinculante en terna del Consejo de la Magistratura, 
con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la idoneidad 
de los candidatos”. Por su parte, el artículo 114 del mismo texto legal estableció entre 
las atribuciones del Consejo de la Magistratura la de “seleccionar mediante concursos 
públicos los postulantes a las magistraturas inferiores”. En síntesis, en el sistema de se-
lección de jueces participan tres órganos: Consejo de la Magistratura, Poder Ejecutivo1 
y Senado de la Nación.  

El presente informe tiene por objetivo general analizar la duración de los procesos de 
designación de jueces en el periodo 2007- 20122. En primer lugar se estudiarán los con-
cursos públicos que fueron resueltos por el Consejo de la Magistratura y en segundo lugar, 
se hará referencia a los pliegos remitidos por el Poder Ejecutivo Nacional al Senado.

II. Procedimiento ante el Consejo de la Magistratura  

La ley 24.937 3 del Consejo de la Magistratura, en su artículo 13 establece que es competen-

1 En adelante, indistintamente Poder Ejecutivo Nacional, Poder Ejecutivo o PEN.

2 Este informe no incluye el análisis de la ley 26.855/2013 que estableció importantes reformas al Consejo 
de la Magistratura. Por lo tanto, los concursos analizados se encuentran regulados por la normativa ante-
rior, es decir la ley 24.937, texto según la ley 26.080. 

3 Sanción: 10 diciembre de 1997. Publicación en el Boletín oficial: 6 de enero de 1998. Texto según ley 26.080.
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cia de la Comisión de Selección 4 “llamar a concurso público de oposición y antecedentes 
para cubrir las vacantes de magistrados judiciales, sustanciar los concursos designando 
el Jurado que tomará intervención, confeccionar las propuestas de ternas elevándolas al 
plenario del Consejo”. El procedimiento ante la comisión, regulado por el Reglamento de 
Concursos Públicos de Oposición y Antecedentes 5, comprende tres etapas: una prueba 
de oposición escrita y oral 6, una evaluación de antecedentes y una entrevista personal 
en la comisión. Una vez concluidas estas etapas, la Comisión elabora un dictamen con 
la propuesta de terna, la cual es elevada al plenario del Consejo para su consideración, 
quien convoca a audiencia pública a los integrantes de la nómina propuesta para evaluar 
su idoneidad, aptitud funcional y vocación democrática. Con sustento en el dictamen 
de la Comisión y en los resultados de la audiencia pública, el plenario decide sobre la 
aprobación del concurso y, en ese caso, remite al Poder Ejecutivo la terna vinculante de 
candidatos/as. Si el plenario no aprobara el concurso, ordena su vuelta a Comisión para 
que se sustancien nuevamente las etapas que disponga.

Los concursos concluidos en el período 2007-2012

A continuación, se analizará comparativamente la cantidad de concursos concluidos en 
dos periodos. En primer lugar, se relevó el periodo 2007-2010, en cual se desempeñó 
la composición anterior del Consejo7. El segundo período abarca los años 2011-2012, es 
decir los dos primeros años de mandato de los miembros actuales. El Cuadro 1, a con-
tinuación, indica la cantidad de concursos concluidos y los cargos cubiertos en los dos 
periodos mencionados. 

Cuadro 1. Concursos concluidos durante la anterior y la actual composición del Consejo 
de la Magistratura

Composición
CM 2007-2010

Composición 
CM 2011-2012 Total

Concursos concluidos 106 6 112
Cantidad de cargos cubiertos 282 23 305

Fuente: ADC/Elaboración propia 8.

4 El Consejo de la Magistratura se divide en cuatro comisiones: de Selección de Magistrados y Escuela Ju-
dicial, de Disciplina y Acusación, de Administración y Financiera; y de Reglamentación.

5 En adelante, Reglamento de Concursos o Reglamento de Concursos Públicos. El Reglamento de Concur-
sos Públicos fue aprobado por Resolución N° 614/09 y modificado por las Resoluciones números 36/11, 
84/11 y 181/12 del Consejo de la Magistratura. Disponible en www.pjn.gov.ar

6 Con anterioridad a la Resolución Nº 614/09 que modificó el Reglamento de Concursos Públicos, solo se 
realizaba el examen escrito (conf. artículo 31 del Reglamento, aprobado por Resolución del Consejo de la 
Magistratura Nº 288/02).

7 Los miembros del Consejo en su anterior composición se integraron en el 2007. Véase http://www.conse-
jomagistratura.gob.ar/biblioteca_digital/documentos/Memoria%20Anual%202007/index.html

8 Fuente: Informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012, disponible en www.pjn.gov.ar. A su vez, para la información respecto a los 
concursos concluidos por el Consejo en su última composición se consultó la resolución Nº 171/12, debido 

http://www.consejomagistratura.gob.ar/biblioteca_digital/documentos/Memoria%20Anual%202007/index.html
http://www.consejomagistratura.gob.ar/biblioteca_digital/documentos/Memoria%20Anual%202007/index.html
http://www.pjn.gov.ar
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La información muestra que la composición anterior del Consejo (correspondiente al 
período 2007-2010) concluyó 106 concursos que cubrieron 282 cargos en cuatro años, 
mientras que en los últimos dos años (2011-2012) solo concluyó seis concursos destinados 
a cubrir 23 cargos. En los cuadros siguientes se desagregaron los datos de los concursos 
en relación al año en que fueron resueltos y remitida la terna al Poder Ejecutivo.

Cuadro 2. Concursos concluidos anualmente por el Consejo de la Magistratura, com-
posición 2007-2010  y 2011-2012.

Período Año Concursos concluidos Cargos cubiertos

2007-2010

2007 19 52
2008 23 58
2009 25 53
2010 39 119
TOTAL 106 282

2011-2012
2011 3 6
2012 3 17
TOTAL 6 23

Fuente: ADC/ Elaboración propia 9. 

La demora en resolver los concursos

Originariamente, la ley 24.937 del Consejo de la Magistratura no regulaba un plazo gene-
ral del procedimiento de selección, solo establecía algunos términos en los cuales debía 
sustanciarse ciertos requerimientos, comunicaciones, convocatorias, informes, recusa-
ciones, etc. (Tedeschi y otros, 2003). El artículo 13 inciso C de la ley 24.397 (modificada 
por la ley 26.080) dispuso que “[l]a duración total del procedimiento no podrá exceder 
de noventa días hábiles contados a partir de la prueba de oposición. El plazo sólo podrá 
prorrogarse por treinta días hábiles más, mediante resolución fundada del plenario, en 
el caso de que existieren impugnaciones”. 

A su vez, el artículo 6 del Reglamento de Concursos establece que la prueba de oposición (es 
decir, el momento a partir del cual comienza a correr el plazo de 90 días hábiles) no podrá 
superar los 45 días hábiles desde la última publicación de la convocatoria al concurso10. 

a que el último concurso aprobado por el Consejo se celebró el 20/12/2012, es decir, con posterioridad a la 
publicación del informe previamente citado. 

9 Fuente: informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012. Disponible en www.pjn.gov.ar. Último acceso: 02/07/13. A su vez, para la 
información respecto a los concursos concluidos por el consejo en su última composición se consultó la 
resolución Nº 171/12, debido a que el último concurso aprobado por el Consejo se celebró el 20/12/2012, es 
decir, con posterioridad a la publicación del informe previamente citado.  

10 Reglamento de Concursos, Artículo 5: Cumplida la etapa de integración del Jurado, la Comisión llamará 
a concurso dictando la resolución correspondiente, que comunicará al Plenario dentro de los dos (2) días 
posteriores, procediendo a publicar la convocatoria durante tres (3) días en el Boletín Oficial de la República 
Argentina y en un (1) diario de circulación nacional, en forma resumida (…). (continúa en página siguiente)

http://www.pjn.gov.ar
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La línea de tiempo desplegada en la figura a continuación indica los plazos mencionados.

Figura 1. Plazos

Fuente: ADC/Elaboración propia.

Como puede observarse, el proceso de selección de jueces/zas comprende varias etapas, 
y si bien es razonable que el Consejo de la Magistratura demore un tiempo para sustan-
ciar las distintas instancias, no lo es que se extienda más allá de los plazos establecidos 
en la ley. Entonces, los concursos que duraren más de 120 días hábiles (90 días hábiles, 
prorrogables por otros 30 días) contados a partir de la prueba de oposición vulnerarían 
lo establecido en el artículo 13 inciso C de la 24.397. 

Es preciso destacar que la demora en resolver los concursos, y por lo tanto en cubrir las 
vacantes, provoca un alto número de jueces subrogantes. En ese sentido, una investiga-
ción de la Asociación por los Derechos Civiles señaló que en 2012 el 18% de los jueces 
era subrogante, es decir: casi uno de cada cinco magistrados fue designado por un siste-
ma distinto al establecido por la Constitución Nacional para el acceso a la magistratura 
(Asociación por los Derechos Civiles, 2012). De este modo, se vulnera la independencia 
judicial ya que los jueces provisionales no cuentan con las garantías constitucionales 
propias de los magistrados titulares, tal como la estabilidad en el cargo.  En ese sentido, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que: 

“[L]os nombramientos provisionales deben constituir una situación de excepción y no la 
regla. De esta manera, la extensión en el tiempo de la provisionalidad de los jueces o el 
hecho de que la mayoría de los jueces se encuentren en dicha situación genera importantes 
obstáculos para la independencia judicial” (Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Caso Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, 2008).   

Artículo 6° - En el llamado a concurso se especificará el cargo vacante que debe cubrirse, así como los nom-
bres de los integrantes del Jurado, titulares y suplentes. Se publicará en la página Web del Poder Judicial de 
la Nación el currículum vitae resumido de los integrantes del Jurado (…) Se indicará asimismo la fecha y la 
hora de la prueba de oposición, que no podrá superar los cuarenta y cinco (45) días hábiles desde la última 
publicación, y la regla general respecto de todas las notificaciones, que se tendrán por realizadas a partir de 
su publicación en la página Web del Poder Judicial de la Nación (…)

Proceso de selección de magistrados: etapa ante el Consejo de la Magistratura

Día 1
Integración 
del Jurado

Día 5
Convocatoria 
al concurso

Publicación 
por 3 días en el 
Boletín Oficial

Día 8
Tercer día de la publicación
en el Boletín Oficial

45 días hábiles 90 días hábiles Prórroga 30 días hábiles

Día 53
Prueba de 
oposición

Día 173
Elevación de la terna 
al Poder Ejecutivo	
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A continuación, se analizará la duración de los concursos concluidos entre 2007 y 2012. 
Para ello, clasificamos los concursos en base al órgano judicial a ocupar, ya sea juzgado, 
tribunales orales en lo criminal, cámaras de apelación o cámaras de casación11. El Cua-
dro 3, a continuación, muestran la cantidad de cargos cubiertos y concursos realizados 
según órgano judicial, en tanto que el Cuadro 4 muestra la misma información, pero 
discriminada según fuero. 

Cuadro 3. Concursos para cubrir cargos en juzgados, tribunales orales en lo criminal, 
cámaras de apelación y cámaras de casación, 2007-2012.

Órganos judiciales Concursos realizados Cargos cubiertos
Juzgados 55 151
TOC 27 72
Cámaras de apelación 28 68
Cámara de casación 2 14
Total 112 305

Fuente: ADC/Elaboración propia12.

Cuadro 4. Concursos para cubrir cargos en fueros federal y fuero nacional (2007-2012)

Fuero Concursos realizados Cargos cubiertos

Fuero federal en Capital Federal 15 42
Fuero federal en interior del país 68 89
Fuero nacional 27 160
Fuero con competencia en todo el país 2 14
Total 112 305

Fuente: ADC/Elaboración propia13.

A su vez, para determinar si los concursos han cumplido el plazo legal establecido, se 
estimó que 120 hábiles (90 días y 30 días de prorroga que prevé la ley 24.937) correspon-
den a 6 meses calendarios14. Entonces, los concursos que superan los seis meses contados 
desde la prueba de oposición exceden el tiempo establecido en la ley 24.397. El gráfico 
1, a continuación compara los tiempos que demoraron los concursos para juzgados, tri-
bunales orales en lo criminal (TOC), cámaras de apelación y casación. Tal como puede 
observarse, únicamente el 3% de los concursos destinados a cubrir cargos en cámaras de 
apelación transcurrieron en los plazos previstos por ley. De los restantes correspondientes 

11 Incluye a la Cámara Federal de Casación Penal y a la Cámara  Nacional de Casación en lo Criminal y 
Correccional de la Capital Federal. Esta última, a la fecha de corte de la presente investigación, no se encon-
traba habilitada.

12 Fuente: informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012. Disponible en www.pjn.gov.ar. 

13 Fuente: informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012. Disponible en www.pjn.gov.ar

14 Considerando que un mes tiene 22 días hábiles, 120/22=5,45. El plazo de seis meses puede variar en más o en menos. 

http://www.pjn.gov.ar
http://www.pjn.gov.ar
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a juzgados, TOCs y cámaras de apelaciones, entre el 18% y el 29% demoró más de seis 
meses y menos de un año. Todos los demás superaron el año, y varios superaron los dos 
años. En relación a los concursos destinados a para cubrir cargos en la Cámara Federal 
de Casación Penal y en la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional 
de la Capital Federal, solo se han concluido dos concursos en el período bajo estudio, los 
cuales tardaron más de 24 meses en resolverse.

Gráfico 1. Concursos para cubrir cargos en juzgados, tribunales orales en lo criminal, 
cámaras de apelación y cámaras de casación. Tiempo (en meses) trascurrido entre la 
prueba de oposición y la remisión al PEN (2007- 2012). 

Fuente: ADC/Elaboración propia15.

Nota: Los intervalos de tiempo comprenden: entre 0 y hasta 6 meses; entre 6 meses y un día hasta 12 meses; 
entre 12 meses y un día hasta 18 meses; entre 18 meses y un día hasta 24 meses; más de 24 meses. 

El gráfico 2, a continuación, muestra que en el fuero federal de la Capital Federal y en el 
fuero nacional el 40% y el 33% de los concursos respectivamente demoraron más de 24 
meses en concluirse. En relación al fuero federal, muchos de los órganos judiciales que 
caen bajo su órbita resultan estratégicos y de sumo interés para el poder político. En ese 
sentido, el fuero criminal y correccional federal investiga los delitos que comprometen el 
accionar de los funcionarios públicos, tales como los casos de corrupción. Por ejemplo, 
cuatro de los doce juzgados en lo criminal y correccional federal permanecieron vacantes 
durante varios años y a cargo de jueces subrogantes (ADC, ob.cit.). Mientras tanto, se 
desarrollaba el concurso Nº 140 para cubrir dichas vacantes, el cual había sido iniciado 
en 2005, luego fue anulado por el Consejo de la Magistratura por sospechas de fraude y 
fue reabierto en octubre de 2008. Finalizó en diciembre de 2011 y los candidatos fueron 
designados en julio de 2012. En suma, el concurso tardó seis años en concluirse (2005-
2011), dando lugar a la designación de jueces subrogantes, quienes no contaban con las 
garantías constitucionales de las cuales gozan los magistrados y por se encontraban más 
expuestos a injerencias de los poderes políticos. 

15 Fuente: informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012. Disponible en www.pjn.gov.ar. 
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Grafico 2. Concursos para cubrir cargos en fueros federal y fuero nacional. Tiempo (en 
meses) trascurrido entre la prueba de oposición y la remisión al PEN (2007-2012) 

Fuente: ADC/Elaboración propia16.

Nota: Los intervalos de tiempo comprenden: entre 0 y hasta 6 meses; entre 6 meses y un día hasta 12 meses; 
entre 12 meses y un día hasta 18 meses; entre 18 meses y un día hasta 24 meses; más de 24 meses. 

III. Procedimiento ante el Poder Ejecutivo Nacional

La Constitución Nacional, tal como mencionamos anteriormente, establece que el Presi-
dente debe nombrar a los jueces federales inferiores en base a una propuesta vinculante 
del Consejo de la Magistratura, con el acuerdo del Senado (Constitución Nacional, artículo 
99 inciso 4). En el año 2003, el presidente Néstor Kirchner dispuso por medio del decre-
to 588/03 una serie de medidas de publicidad y transparencia para las designaciones, 
limitando las facultades presidenciales en dicho procedimiento. En efecto, estableció la 
publicidad de las ternas en consideración del PEN, la participación de la sociedad civil 
en el proceso de selección y la obligación a cargo de los candidatos de presentar sus de-
claraciones juradas patrimoniales. Sin embargo, no estableció un plazo dentro del cual 
debiera enviar el pliego del candidato al Senado. Por ello, el procedimiento ante el Eje-
cutivo, a diferencia de aquel llevado a cabo ante el Consejo de la Magistratura, no debe 
cumplir un plazo para enviar el pliego al Senado. Dicha falta de regulación, como se verá 
a continuación, ha dado lugar a una excesiva demora en la designación de los jueces. 

Las ternas enviadas por el PEN  al Senado (periodo 2007-2012)

El cuadro 5 indica la cantidad de pliegos elevados por el PEN a la Cámara Alta entre los 
años 2007-2012.

16 Fuente: informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012. Disponible en www.pjn.gov.ar
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Cuadro 5. Cantidad de pliegos enviados por el PEN al Senado (2007-2012) 
Año Pliegos enviados por el PEN al Senado
2007 68
2008 40
2009 48
2010 27
2011 83
2012 32
Total 298

Fuente: ADC/ Elaboración propia17.

El gráfico 3 muestra el tiempo que demoró el Poder Ejecutivo en decidir la elección del 
candidato desde que la terna fue remitida por el Consejo de la Magistratura. Se ha clasi-
ficado la información conforme el cargo cubierto sea en juzgados, tribunales orales en lo 
criminal, cámaras de apelación y cámaras de casación penal. 

Gráfico 3. Pliegos para cubrir cargos en juzgados, tribunales orales en lo criminal, cáma-
ras de apelaciones y cámaras de casación. Tiempo (en meses) transcurrido entre el envío 
de la terna por el Consejo de la Magistratura al PEN y la remisión al Senado (2007-2012)

Fuente: ADC/Elaboración propia.

Nota: Los intervalos de tiempo comprenden: entre 0 y hasta 6 meses; entre 6 meses y un día hasta 12 meses; 
entre 12 meses y un día hasta 18 meses; entre 18 meses y un día hasta 24 meses; más de 24 meses. 

Cuadro 6. Pliegos para cubrir cargos en juzgados, tribunales orales en lo criminal, cá-
maras de apelaciones y cámara de casación (2007-2012)

Órganos judiciales Pliegos enviados por el PEN al Senado 
Juzgado 156
TOC 67
Cámaras de apelaciones 71
Cámara de casación 4
Total 298

Fuente: ADC/Elaboración propia.

17 Fuente: informe sobre concursos concluidos de la Comisión de Selección del Consejo de la Magistratura 
del 12 de diciembre de 2012. Disponible en www.pjn.gov.ar
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Conforme surge del gráfico 3, el 33%, el 52%, el 39% y el 100% de los pliegos para cubrir 
cargos en juzgados, tribunales orales en lo criminal, cámaras de apelaciones y cámaras de 
casación respectivamente demoraron entre 6 y 12 meses. Si comparamos estos datos con 
los obtenidos respecto del Consejo de la Magistratura (véase gráfico 1)  observamos que 
el Poder Ejecutivo demora en elegir un candidato un tiempo equivalente al que le llevó 
al Consejo de la Magistratura concluir los concursos públicos. Es preciso recordar que la 
intervención que tiene cada órgano en el proceso de selección es diferente. Mientras el 
Consejo de la Magistratura debe llevar a cabo el concurso público de oposición y antece-
dentes (es decir: la realización de entrevistas, la evolución oral y escrita, el análisis de los 
antecedentes, etc.), el Ejecutivo recibe la terna con tres candidatos, la cual es publicada 
a fin de ser consultada (principalmente por aquellas personas interesadas en presentar 
su postura respecto del candidato), luego debe analizar las eventuales presentaciones y 
elegir a un candidato. En síntesis, si bien las actividades realizadas por el Consejo de la 
Magistratura resultan más complejas, las mismas se han desarrollado en un tiempo simi-
lar al que demora el Ejecutivo en elegir a un candidato de la terna. La falta de regulación 
da lugar a una demora excesiva en enviar los pliegos. 

IV. Algunas conclusiones

Las demoras en resolver los concursos provocan una gran cantidad de vacantes y, con-
secuentemente, de jueces subrogantes. De este modo se convierte en regla una situación 
que debería ser la excepción y se afectan garantías constitucionales propias de los magis-
trados, desoyéndose lo decidido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
el caso “Apitz Barbera”. Allí, dijo que “…la extensión en el tiempo de la provisionalidad 
de los jueces o el hecho de que la mayoría de los jueces se encuentren en dicha situación, 
generan importantes obstáculos para la independencia judicial” (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. Caso y otros vs. Venezuela, 2008).   

La paralización del sistema de selección de jueces se debe a responsabilidades comparti-
das. Por una parte, la inactividad en el seno del Consejo de la Magistratura se manifiesta 
en la escasa cantidad de concursos resueltos (solamente seis entre 2011 y 2012 destinados 
a cubrir 23 cargos). Además, la tramitación de los concursos excede en la mayoría de los 
casos los plazos legales y reglamentarios. Es necesario que el Consejo de la Magistratura 
se atenga a los plazos del procedimiento para disminuir la cantidad de vacantes en el 
Poder Judicial, de modo que los sistemas de selección de jueces provisorios se activen 
ante circunstancias excepcionales. 

Por otra parte, el Poder Ejecutivo tarda en elegir a uno de los candidatos ternados un 
tiempo similar al que le lleva al Consejo de la Magistratura concluir los concursos públi-
cos. En ese sentido, si bien las actividades realizadas por el Consejo de la Magistratura 
resultan más complejas, las mismas se desarrollaron en un tiempo análogo al que de-
mora el Ejecutivo en elegir a un candidato de la terna. La falta de regulación de un plazo 
habilita la demora excesiva en enviar los pliegos por parte del Poder Ejecutivo. Por ello, 
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es preciso que se establezca un plazo en el cual el Ejecutivo deba elegir a sus candidatos 
y se haga efectivo el cumplimiento del mismo.
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Políticas públicas 
de distribución de métodos 
anticonceptivos en el 
período 2003-2012
Avances y desafíos pendientes del Programa 
Nacional de Salud Sexual y Procreación 
Responsable

Sofía Minieri*

Resumen

Este artículo analiza dos aspectos del Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable, creado en 2002 mediante la ley 25.673 para garantizar 
el acceso de la población a métodos anticonceptivos: la inversión en la compra de 
métodos anticonceptivos y la cantidad de métodos anticonceptivos distribuidos 
entre 2003 y 2012. Para contextualizar el análisis se que los derechos reproductivos 
comprenden el derecho de los individuos a acceder a métodos anticonceptivos 
seguros, eficaces, asequibles y aceptables y se describe brevemente la evolución de 
las políticas públicas orientadas a garantizar este derecho. Asimismo, se reseñan 
los rasgos fundamentales del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación 
Responsable y luego se analiza la evolución de la inversión estatal en métodos 
anticonceptivos y los programas de distribución de insumos anticonceptivos, con 
especial énfasis en el período 2009-2012. Entre otras fuentes, las cifras analizadas 
fueron remitidas por el Ministerio de Salud de la Nación en respuesta a diversos 
pedidos de acceso a la información pública realizados por la Asociación por los 
Derechos Civiles en 2012 y 2013.

Palabras clave: Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable; 
Ley 25.673; inversión en compra de métodos anticonceptivos; distribución de 
métodos anticonceptivos; información pública.
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I. Introducción 

El 30 de octubre de 2002, el Congreso de la Nación sancionó la ley 25.673, a través de la 
cual creó el “Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable” (PNSSyPR). 
La creación del programa puso fin a una realidad marcada por la ausencia de políticas 
públicas que garantizaran el acceso de la población a métodos anticonceptivos y, en con-
secuencia, significó un avance en el cumplimiento por parte del Estado argentino de su 
obligación internacional de promover, respetar y garantizar los derechos reproductivos 
de la población. 

Diez años después de la sanción de la ley 25.673, este artículo ofrece un análisis cuan-
titativo de dos aspectos fundamentales de las acciones implementadas en el marco del 
PNSSyPR para garantizar el acceso de la población a métodos anticonceptivos en el pe-
ríodo 2003-2012: la inversión en la compra de métodos anticonceptivos y la cantidad de 
métodos anticonceptivos distribuidos. Con ese fin, en la primera parte de este documento 
argumentaré que los derechos reproductivos comprenden el derecho de los individuos a 
acceder a métodos anticonceptivos seguros, eficaces, asequibles y aceptables. Asimismo, 
describiré brevemente la evolución de las políticas públicas orientadas a garantizar este 
derecho y reseñaré los rasgos fundamentales del Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable. A continuación, analizaré la evolución de la inversión estatal 
en métodos anticonceptivos y los programas de distribución de insumos anticonceptivos, 
en particular en el período 2009-2012. Entre otras fuentes, este análisis estará basado 
en información pública remitida por el Ministerio de Salud de la Nación en respuesta a 
diversos pedidos de acceso a la información pública realizados por la Asociación por los 
Derechos Civiles en 2012 y 2013.

Sobre la base de este análisis, concluiremos que en 2010 el Estado argentino dio un fuerte 
impulso al Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable, que se tradujo 
en un incremento significativo de la inversión y distribución de métodos anticonceptivos. 
No obstante, este impulso fue perdiendo fuerza en los años que siguieron, al tiempo que 
se reducía la cantidad de beneficiarios de las estrategias de distribución de insumos y el 
programa iba concentrando sus esfuerzos en la distribución de preservativos, pese a que 
la demanda de anticonceptivos hormonales mostraba una tendencia creciente mayor que 
la demanda de preservativos. 

II. El acceso a métodos anticonceptivos en el 
derecho internacional de los derechos humanos y el 
ordenamiento jurídico argentino

De acuerdo con el Programa de Acción aprobado por la Conferencia Internacional sobre 
la Población y el Desarrollo (El Cairo, 1994), los derechos reproductivos abarcan ciertos 
derechos humanos que “se basan en el reconocimiento del derecho básico de toda las 
parejas e individuos a decidir libre y responsablemente el número de hijos, el espacia-
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miento de los nacimientos y el intervalo entre estos y a disponer de la información y de 
los medios para ello” (Naciones Unidas, Informe de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo, El Cairo, 5 a 13 de septiembre de 1994, parág. 7.3, el énfasis me 
pertenece). Así, los individuos no sólo tienen derecho a decidir con quién tener relaciones 
sexuales, cómo y con qué frecuencia y a elegir si tener o no tener hijos/as, su cantidad y 
espaciamiento sino que, además, tienen “derecho a  tener  acceso  a  la información,  la  
educación  y  los  medios  que  les  permitan  adoptar esas decisiones.” (CIDH, 2011:2, el 
énfasis me pertenece) 

En el mismo sentido, la Plataforma de Acción de Beijing establece que: 

“la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria 
y sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con 
qué frecuencia. Esta última condición lleva implícito el derecho del hombre y la mujer a 
obtener información de planificación de la familia de su elección, así como a otros méto-
dos para la regulación de la fecundidad que no estén legalmente prohibidos, y acceso a 
métodos seguros, eficaces, asequibles y aceptables” de planificación familiar (Naciones 
Unidas, Plataforma de Acción de Beijing, el énfasis me pertenece).

Por su parte, el artículo 16 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (“CEDAW”, por sus siglas en inglés) consagra el derecho 
de las mujeres “a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo 
entre los nacimientos y a tener acceso la información, la educación y los medios que les 
permitan ejercer estos derechos”. De esta manera, la CEDAW reconoce expresamente 
el derecho de las mujeres a la autonomía reproductiva y a acceder a los medios que les 
permitan ejercer esa autonomía.

Asimismo, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU ha se-
ñalado que “[e]l derecho a la salud entraña libertades y derechos.  Entre las libertades 
figura el derecho a controlar su salud y su cuerpo, con inclusión de la libertad sexual y 
genésica” (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General 
Nº14). A juicio del Comité, “[l]a salud genésica significa que la mujer y el hombre están 
en libertad para decidir si desean reproducirse y en qué momento, y tienen el derecho de 
estar informados y tener acceso a métodos de planificación familiar seguros, eficaces, 
asequibles y aceptables de su elección.” (Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, Observación General Nº 14, el énfasis me pertenece).
  
Finalmente, en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el derecho de los in-
dividuos a la autonomía reproductiva se encuentra amparado por el artículo 11 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), tal como reconoció tanto la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)1 como la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte IDH) en el caso “Artavia Murillo y otros”. En su decisión, 
la Corte IDH enfatizó que el derecho a la vida privada amparado por el artículo 11 de la 
CADH se relaciona con: “i) la autonomía reproductiva, y ii) el acceso a servicios de salud 

1 En relación a este punto, ver CIDH, Informe No. 85/10, 14 de julio de 2010, parág. 76.  
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reproductiva (…) Este derecho es vulnerado cuando se obstaculizan los medios a través 
de los cuales una mujer puede ejercer el derecho a controlar su fecundidad.” (Corte IDH, 
Caso Artavia Murillo y otros [“fecundación in vitro”] vs. Costa Rica, sentencia de 28 de 
noviembre de 2012, el énfasis me pertenece).

Como surge de este breve análisis, tanto el derecho internacional de los derechos hu-
manos como el Sistema Interamericano de Derechos Humanos reconocen el derecho 
de los individuos a acceder a información y métodos anticonceptivos seguros, eficaces, 
asequibles y aceptables que les permitan adoptar decisiones libres y responsables sobre 
su sexualidad y reproducción. A fin de garantizar este derecho, “[l]os Estados tienen la 
obligación de dictar normas, políticas y prácticas que garanticen, de facto y de jure, el 
acceso a la información y los servicios anticonceptivos sin discriminación, coerción o 
violencia. Ello requiere que los Estados (...) [a]dopten medidas para garantizar la dispo-
nibilidad y accesibilidad de una completa gama de métodos anticonceptivos aceptables 
y de calidad” (Centro de Derechos Reproductivos y UNFPA, 2013). 

Sin embargo, tal como argumenta Paola Bergallo, hasta 1994, no existían normas ni 
políticas públicas concretas orientadas a promover, respetar y garantizar los derechos 
reproductivos de los individuos y, en particular, a garantizar el acceso de la población a 
métodos anticonceptivos o a servicios de salud sexual (Bergallo, 2011). Según Bergallo, 
la reforma constitucional de 1994 significó un paso adelante en la materia. Así, si bien la 
presión de actores políticamente influyentes impidió que el texto constitucional recono-
ciera de forma expresa los derechos reproductivos de la población, la reforma confirió 
jerarquía constitucional a diversos tratados de derechos humanos que reconocen y pro-
tegen estos derechos (e.g. la CEDAW) y, además, implicó la “reformulación del texto y 
de los principios base de la protección constitucional de los [derechos reproductivos]” 
(Bergallo, 2011). 

Estos cambios se vieron reflejados en las políticas adoptadas por el Estado argentino para 
garantizar los derechos reproductivos de la población. Tal como destaca Bergallo, “desde 
entonces, el proceso de juridificación de los [derechos reproductivos] se extendió por todo 
el país. Al hacerlo, la nueva legislación nacional y provincial honró, no sin limitaciones, 
claro, los mínimos de una agenda progresista en materia de [derechos reproductivos]” 
(Bergallo, 2011). En relación al derecho de la población a acceder a métodos de planifi-
cación familiar, uno de los hitos más importante de este “proceso de juridificación” se 
produjo en el año 2002 cuando el Congreso nacional sancionó la ley 25.673 que creó el 
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable (PNSSyPR), en el ámbito 
del Ministerio de Salud de la Nación. 
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III. El Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable y el acceso a métodos 
anticonceptivos

Tal como afirmó el Ministerio de Salud en su respuesta a un pedido de acceso a la in-
formación pública realizado por la Asociación por los Derechos Civiles (ADC), “uno de 
los principales objetivos del PNSSyPR consiste en garantizar el derecho de toda perso-
na al acceso gratuito y seguro a métodos anticonceptivos”. En términos más precisos, 
el PNSSyPR se propone “[g]arantizar a toda la población el acceso a la información, 
orientación, métodos y prestaciones de servicios referidos a la salud sexual y procrea-
ción responsable” (artículo 2, Ley 25.673, el énfasis nos pertenece) para así garantizar 
que los individuos “pueda[n] adoptar decisiones libres de discriminación, coacciones o 
violencia” en relación a su sexualidad y reproducción (artículo 2, ley 25.673, el énfasis 
nos pertenece).  Por su parte, en 2010, el Ministerio de Salud inició “una etapa de con-
solidación” del PNSSyPR que, entre otros objetivos, estuvo orientada a “[f]ortalecer el 
sistema de aseguramiento de insumos de manera que garantice la cobertura a la población 
beneficiaria, a través de la planificación y seguimiento de entrega y la actualización de la 
canasta de métodos anticonceptivos.” (PNSSyPR, 2011a:4)

En consonancia con estos objetivos del PNSSyPR, la ley 25.673 establece que:

 “[a] demanda de los beneficiarios y sobre la base de estudios previos, [se deberá] prescri-
bir y suministrar los métodos y elementos anticonceptivos que deberán ser de carácter 
reversible, no abortivos y transitorios, respetando los criterios o convicciones de los des-
tinatarios, salvo contraindicación médica específica y previa información brindada sobre 
las ventajas y desventajas de los métodos naturales y aquellos aprobados por la ANMAT 
(…) [y] [e]fectuar controles periódicos posteriores a la utilización del método elegido” 
(artículo 6, el énfasis nos pertenece).

En cuanto a los “métodos y elementos anticonceptivos” a los que hace referencia la norma, 
de acuerdo a la información pública remitida por el Ministerio de Salud a la ADC, en 2012, 
el PNSSyPR distribuía los siguientes métodos anticonceptivos (MACs): dispositivo intra-
uterino (DIU) y kit de colocación de DIU, anticonceptivo hormonal oral para la lactancia 
(ACOLAC), anticonceptivo hormonal oral combinado (ACO); anticonceptivo hormonal 
inyectable (ACI), preservativo y anticonceptivo hormonal de emergencia (AHE). Asimis-
mo, desde la aprobación de la ley 26.130 en 2006, todas las personas mayores de edad 
tienen derecho a la “ligadura de trompas de Falopio” y “ligadura de conductos deferentes 
o vasectomía” como “método de planificación familiar y/o anticoncepción” (artículo 1). 

Con excepción de los preservativos, las “beneficiarias” de estos insumos son las mujeres 
en edad reproductiva de 14 a 49 años que no están afiliadas a obras sociales o prepagas, 
excluyendo a las embarazadas. Por su parte, la distribución de preservativos masculi-
nos tiene como población objetivo a los varones y mujeres de entre 14 y 64 años que no 
están afiliados/as a obras sociales o prepagas2 (PNSSyPR, 2011b:37). Por su parte, los/

2 A juicio del Ministerio, “este criterio se justifica por el hecho de que, al encontrarse excluida del subsiste-
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as afiliados/as a obras sociales o prepagas tienen derecho a la cobertura en métodos 
anticonceptivos que establece el Programa Médico Obligatorio (condones, diafragmas y 
espermicidas, DIU, anticonceptivos hormonales de uso sistémico y AHE) de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 7 de la ley 25.673 y las resoluciones 310/2004, 1991/2005 
y 232/2007 del Ministerio de Salud. 

Los niños, niñas y adolescentes también son beneficiarias del PNSSyPR “sin excepción ni 
discriminación alguna”, a la luz de lo dispuesto por el artículo 4 del Decreto 1.282/2003 
del Poder Ejecutivo Nacional que reglamenta la Ley 25.673. Los/as profesionales de la 
salud que los/as atiendan deberán propiciar un “clima de confianza y empatía [en la 
consulta], procurando la asistencia de un adulto de referencia, en particular en los casos 
de los adolescentes menores de [catorce] (14) años” (artículo 4, Decreto 1.282/2003). En 
cuanto a los MACs a los que podrán tener acceso, el decreto establece que: 

“[e]n todos los casos y cuando corresponda, por indicación del profesional interviniente, 
se prescribirán preferentemente métodos de barrera, en particular el uso de preservativo, 
a los fines de prevenir infecciones de transmisión sexual y VIH/ SIDA. En casos excepcio-
nales, y cuando el profesional así lo considere, podrá prescribir, además, otros métodos” 
(artículo 4, Decreto 1.282/2003).

El PNSSyPR también promueve el derecho de los individuos a acceder a información que 
les permita adoptar decisiones libres, fundamentadas y responsables a la hora de elegir 
y utilizar métodos anticonceptivos. En relación a ese punto, la CIDH ha enfatizado que 
los Estados: 

“deben brindar toda la información disponible respecto de  los métodos de planificación 
familiar  así  como  de  otros servicios  de salud sexual  y reproductiva  que se  brinden  en  
condiciones legales.  Respecto de los servicios de planificación familiar, ello comprende 
por lo  menos  facilitar  toda  la  información  sobre  los  métodos  de  planificación  fami-
liar  permitidos por ley, su alcance, riesgos y beneficios y efectos colaterales de cada uno 
de ellos. (…) [L]os profesionales de la salud deben asesorar la comprensión por parte de 
la paciente, con la finalidad de que tome  una  decisión  respecto  de  la  intervención  y/o  
tratamiento.” (CIDH, 2011: 17)

En el mismo sentido, el artículo 6 del Decreto 1.282/2003 establece que: 

“en todos los casos, el método y/o elemento anticonceptivo prescripto, una vez que la 
persona ha sido suficientemente informada sobre sus características, riesgos y eventuales 
consecuencias, será el elegido con el consentimiento del interesado, en un todo de acuerdo 
con sus convicciones y creencias y en ejercicio de su derecho personalísimo vinculado a la 
disposición del propio cuerpo en las relaciones clínicas, derecho que es innato, vitalicio, 
privado e intransferible”. 

El decreto también reconoce el derecho de los niños, niñas y adolescentes a “recibir, a 
su pedido y de acuerdo a su desarrollo, información clara, completa y oportuna; mante-

ma privado y de obras sociales, esta es la población que cuenta con menores recursos para obtener métodos 
anticonceptivos”. Asimismo, la información proporcionada por el Ministerio deja en claro que este criterio 
“no constituye de ninguna manera un criterio de exclusión, ya que el sistema público de salud tiene la obli-
gación de entregar insumos anticonceptivos a toda persona que lo solicite, sin discriminación de ningún 
tipo, ni prueba de nacionalidad o residencia”.
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niendo confidencialidad sobre la misma y respetando su privacidad” (artículo 4, Decreto 
1.282/2003). 

Finalmente, en relación a la gestión y administración del PNSSyPR, el Anexo I del Decreto 
1.282/2003 establece que el Ministerio de Salud de la Nación tendrá la obligación de 

“orientar y asesorar técnicamente a los Programas Provinciales que adhieran al Programa 
Nacional, quienes serán los principales responsables de las actividades a desarrollar 
en cada jurisdicción. Dicho acompañamiento y asesoría técnica deberán centrarse en 
actividades de información, orientación sobre métodos y elementos anticonceptivos y la 
entrega de éstos, así como el monitoreo y la evaluación. Asimismo, se deberán implemen-
tar acciones que tendientes a ampliar y perfeccionar la red asistencial a fin de mejorar la 
satisfacción de la demanda.” (el énfasis me pertenece)

Las provincias pueden optar por adherir a la Ley 25.673 o sancionar sus propias leyes de 
salud sexual y procreación responsable. Hasta el momento, 20 jurisdicciones cuentan 
con leyes en la materia3 y cuatro provincias (Catamarca, Formosa, San Juan y Tucumán) 
no han sancionado leyes que promuevan los derechos sexuales y reproductivos de la 
población ni han adherido a la Ley 25.673. 

Inversión y estrategias de distribución de métodos anticonceptivos 
implementadas en el marco del PNSSyPR (2003-2012)

En el período comprendido entre 2003-2010 se diversificaron los MACs adquiridos y 
distribuidos por el programa. En 2003 se distribuían dispositivos intrauterinos (DIUs), 
anticonceptivos hormonales orales combinados (ACO) y anticonceptivos hormonales 
inyectables (ACI). En 2004 comenzaron a distribuirse preservativos masculinos, kits de 
colocación de DIU y  anticonceptivos hormonales de lactancia (ACOLAC). Por su parte, 
en 2007,  se incorporó la anticoncepción hormonal de emergencia (AHE) a la “canasta 
de MACs” distribuida por el PNSSyPR. Finalmente, desde 2010, el programa distribuye 
el Test Rápido de embarazo4 (PNSSyPR, 2011b:53). 

Desde su creación en 2003 hasta 2009, el PNSSyPR adquirió 75.953.136 métodos anti-
conceptivos (MACs) por un valor de $28.418.097 (PNSSyPR, 2010:9). En 2010 se inició 
“una etapa de consolidación” del PNSSyPR que se vio reflejada en un aumento significa-
tivo de la inversión en la compra de MACs. Así, en 2010, el Ministerio de Salud adquirió 
91.195.713 MACs para ser distribuidos durante 2010 y 2011, lo que representó una inver-

3 Buenos Aires, Ley 13.066; Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ley 418 de 2000; Córdoba, Ley 9.099 de 
adhesión a la Ley nacional 25.673; Corrientes, Ley 5.146 y Ley 5.527 de adhesión a la Ley nacional 25.673; 
Chaco, Ley 4.276; Chubut, Ley 4.545; Jujuy, Ley 5.133; Entre Ríos, Ley 9.501; La Pampa, Ley 1.363; La 
Rioja, Ley 7.425 de adhesión a la Ley nacional 25.673; Mendoza, Ley 6.433; Misiones, Decreto 92/98; Neu-
quén, Ley 2.222; Río Negro, Ley No 3.059 y Ley 3.157; Salta, Ley 7.311 y Ley 6.660; San Luis, Ley No. III - 
0069 – 2004 de adhesión a la Ley nacional 25.673; Santa Cruz, Ley No. 2.656 de adhesión a la Ley nacional 
25.673; Santa Fe, Ley 11.888; Santiago de Estero, Ley 6.759 de adhesión a la Ley nacional 25.673; Tierra del 
Fuego, Ley  509. 

4 Con ese fin, en 2010, se adquirieron 200.000 tests.
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sión total de $49.949.873 (PNSSyPR, 2011b:57). De esta manera, en 2010, el PNSSyPR 
adquirió en 2010 un 20% más de MACs e invirtió un 75% más recursos que el que en el 
período 2003-2009. 

Por su parte, de acuerdo a la información remitida por el Ministerio de Salud en respuesta 
a un pedido de acceso a la información pública realizado por la ADC, en 2012, el PNSSyPR 
adquirió 10.471.760 insumos para las “canastas MAC”, por un total de  $10.950.970. En 
términos más precisos, compró 9.471.760 MACs, por un total de $8.590.970, y 1.000.000 
de Tests Rápidos de embarazo por un total de $2.360.000.

Cuadro 1. Inversión. Cantidad y costo de los MACs adquiridos por el PNSSyPR en 2010 
y 2012, para ser distribuidos en el período 2010-2011 y en el año 2012, respectivamente.

Método Anticonceptivo
2010 2012

Cantidad Costo Cantidad Costo

ACI 10.930.220 $24.614.307 120.000 $2.496.000

ACO 23.317.734 $13.107.678 No informada No informado

ACOLAC 3.771.471 $3.901.782 No informada No informado

AHE 759.850 $667.191 200.000 $354.000

Preservativos 51.999.984 $6.378.357 8.951.760 $3.492.770

DIU 416.454 $1.280.558 200.000 $2.248.200

Total 91.195.713 $49.949.873 9.471.760 $8.590.970

Fuente: Elaboración propia sobre la base de información proporcionada por el PNSSyPR.

	
A partir de la información disponible resumida en el Cuadro 1, pareciera que en 2012, el 
PNSSyPR adquirió una cantidad de MACs equivalente al 10% de la cantidad comprada 
en 2010 e invirtió un 82% menos que en 2010.  

El Cuadro 2 a continuación muestra el impacto de estas variaciones de la inversión en 
MACs en la cantidad de insumos distribuidos por el PNSSyPR. Así, en el marco de “una 
etapa de consolidación” del programa que, como ya señalamos, se tradujo en un aumento 
significativo de la inversión en la compra de MACs, en 2010 se registró un incremento 
considerable de la cantidad de insumos entregados anualmente. Mientras que en 2009 se 
distribuyeron 9.326.700 MACs (Cuadro 2) (PNSSyPR, 2009:13), en 2010 se entregaron 
39.365.275 insumos anticonceptivos (Cuadro 2) (PNSSyPR, 2010:23). De esta manera, 
la cantidad de MACs entregados por el PNSSyPR en 2010 fue cuatro veces mayor que la 
cantidad entregada en 2009, y mayor a la originalmente prevista (32.366.970 unidades), 
porque la demanda provincial resultó mayor a la que se había contemplado en un principio 
(PNSSyPR, 2010:24). No obstante, a partir de 2011, la cantidad de MACs distribuidos 
comenzó a disminuir, tendencia que se consolidó en 2012, tal como analizamos en la 
sección que sigue. 
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Cuadro 2 – Distribución. Métodos anticonceptivos entregados por el PNSSyPR entre 
2009 y 2013. (En unidades) 

Tipo de método
Unidades entregadas

2009 2010 2011 2012
ACI 138.100 3.516.446 3.591.518 3.108.955
ACO 3.588.785 10.497.090 9.683.879 4.095.335
ACOLAC 629.639 1.903.475 1.705.539 475.618
AHE 189.670 323.714 281.202 153.587
Preservativos 4.595.184 23.040.896 22.133.952 15.325.344
DIU 181.482 83.654 86.870 170.500
Total 9.322.8605 39.365.275 37.482.960 23.329.339

Fuente: Elaboración propia sobre la base de información proporcionada por el PNSSyPR.   5

En el período 2003-2009, el PNSSyPR organizó la distribución de MACs a través de los 
programas provinciales de salud sexual y reproductiva, en tanto que a partir de 2010, el 
programa “REMEDIAR+ REDES” comenzó a consolidarse como el principal mecanismo 
de distribución de MACs a los Centros de Atención Primaria de la Salud y a los depósitos 
propios de los ministerios de salud de las provincias6 (PNSSyPR, 2011b:52). Así, del total 
de 39.365.275 insumos distribuidos en 2010, 30.978.801 (79%) se distribuyeron a través 
del programa REMEDIAR+REDES, para lo cual se realizaron 5 entregas bimensuales 
de 12.988 botiquines a 4.474 establecimientos sanitarios de todo el país. Los restantes 
8.386.474 MACs se enviaron a los depósitos provinciales (PNSSyPR, 2010:20). En 20117 
se realizaron 5 entregas bimestrales de 16.592 botiquines de MACs, que se distribuyeron 
en 5.113 establecimientos sanitarios de todo el país8 (PNSSyPR, 2011a:4). Finalmente, 
de acuerdo a la información pública proporcionada por el Ministerio de Salud en su 
respuesta a un pedido de acceso a la información pública realizado por la ADC, en 2012, 
de un total de 23.506.439 MACs, 23.452.049 (99%) fueron distribuidos a través del 
programa REMEDIAR + REDES. Para ello se realizaron 10 entregas de 9.718 botiquines 
a 5.125 establecimientos de salud). Los restantes 461.752 MACs se enviaron a diversas 
instituciones9 ubicadas en distintos puntos del país, desde el depósito que el Ministerio 

5 Asimismo, de acuerdo a la información remitida por el Ministerio de Salud en respuesta a un pedido de 
acceso a la información pública realizado por la ADC, en 2009, el programa distribuyó 3.840 de un “kit” que 
no aparece descrito en la información que nos envió el Ministerio. 

6 “El Programa REMEDIAR+REDES es el sistema nacional de distribución de medicamentos básicos gra-
tuitos a todo el país del Ministerio de Salud de la Nación” (PNSSyPR, 2011:53).

7 Desde 2011, el Ministerio distribuye “botiquines exclusivos con insumos de salud sexual y reproductiva”, 
a través de la logística del programa REMEDIAR + REDES. En 2011, se entregaron 11.877 botiquines exclu-
sivos. “La composición de [los botiquines exclusivos] depende del consumo que existe en los efectores de 
tratamientos de ACO y ACI. Asimismo, para los efectores con gran número de partos, se tomó en cuenta la 
variación en el uso de ACOLAC” (PNSSyPR, 2011:21).

8 Asimismo, se instalaron 2.813 dispensers de preservativos y geles lubricantes en centros de salud, hospi-
tales, organizaciones de la sociedad civil, centros integradores comunitarios, cárceles y universidades. En 
particular, se distribuyeron 66.748 unidades de MAC en 13 universidades de 10 provincias.

9  Se trata, principalmente, de unidades dependientes del Servicio Penitenciario Federal. 
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de Salud posee en la ciudad bonaerense de Brandsen. En todos los años, las provincias de 
Buenos Aires, Santa Fe, Chaco, Córdoba, Misiones fueron las que más insumos recibieron. 
Breve análisis crítico de las políticas de distribución de MACs en el período 2009-2012
Como surge del Gráfico 1 a continuación, en 2010, se produjo un incremento notable de la 
cantidad de MACs distribuidos con respecto al año 2009, incremento que guarda relación 
con el aumento en la inversión estatal en MACs que se registró ese año. Por su parte, en 
2011, la cantidad de insumos entregados por el PNSSyPR disminuyó un 4% en relación 
a 2010. En 2012, esta caída se profundizó al punto que ese año el programa entregó un 
40% menos de insumos que en 2010. Esta reducción en la distribución de MACs parece 
responder a una disminución en la inversión en la compra de insumos anticonceptivos 
por parte del programa (Cuadro 1). 

Gráfico 1 – Evolución de la cantidad de MACs distribuidos entre 2009 y 2012

Fuente: Elaboración propia sobre la base de información proporcionada por el PNSSyPR

El Gráfico 2 muestra que, entre 2009 y 2012, la estrategia de distribución de MACs del 
PNSSyPR se fue focalizando progresivamente en la distribución de preservativos mascu-
linos. Así, mientras que en 2009 el 49% de la cantidad total de MACs distribuidos eran 
preservativos; en 2012 este método representaba el 65% del total de métodos MACs en-
tregados por el programa. Como contrapartida, los anticonceptivos y el DIU perdieron 
peso relativo. Los anticonceptivos (ACI, ACO, ACOLAC) constituían el 33% del total de 
los MACs distribuidos en 2012, un 15% menos que en 2009. Por su parte, en 2009, el DIU 
representaba un 2% de los métodos distribuidos, un 1.2% más que en 2012. 
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Gráfico 2 – Composición según tipo de MACs distribuidos anualmente (2009-2012)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de información proporcionada por el PNSSyPR

A la hora de evaluar estos porcentajes resulta útil comparar el tipo y la cantidad de méto-
dos anticonceptivos adquiridos por el PNSSyPR con el tipo de métodos anticonceptivos 
elegidos por la población. De acuerdo a la información enviada por el Ministerio de Salud 
en respuesta a un pedido de acceso a la información pública remitido por la ADC:

“[e]n cuanto a los diferentes métodos anticonceptivos adoptados, predomina el uso del 
condón, con casi el 55% de mujeres que lo utilizan. En segundo lugar, se ubica el uso de 
anticonceptivos hormonales utilizados por poco más del 40% de las mujeres. Además, 
estos dos métodos fueron los únicos que crecieron en uso en el período 2005-2009, en 
particular los anticonceptivos hormonales que crecieron el 21.1% en tanto el uso de pre-
servativo aumentó en un 4.2% (...). Considerando al conjunto de mujeres expuestas al 
riesgo de quedar embarazadas (...), el crecimiento 2005-2009 del uso de preservativos 
fue del 9.4% y el de anticonceptivos hormonales del 27.1%”10 (el énfasis me pertenece). 

De esta manera, pese a que, al menos en el período 2005-2009, la utilización de anti-
conceptivos hormonales mostraba una tendencia creciente mayor que la utilización de 
preservativos, a partir de 2009 los preservativos comenzaron a consolidarse como el mé-
todo anticonceptivo por excelencia distribuido por el PNSSyPR, al tiempo que disminuyó 
progresivamente la importancia relativa de los anticonceptivos hormonales. 

Por otra parte, tal como señalamos más arriba, los programas de distribución de MACs 
para mujeres tienen como beneficiarias a las mujeres en edad reproductiva de 14 a 49 años 
que no están afiliadas a obras sociales o prepagas, excluyendo a las embarazadas y, en el 
caso de los preservativos masculinos, a los varones y mujeres de entre 14 y 64 años que 
no están afiliados/as a obras sociales o prepagas. De acuerdo a datos del Censo 2010, de 
un total de 10.167.599 mujeres de entre 15 y 49 años que viven en viviendas particulares, 
4.025.674 no tienen obra social, prepaga o plan estatal de cobertura de salud y, por lo 

10 El Ministerio de Salud nos informó que estos datos surgen de la Encuesta Nacional de Factores de Ries-
go, levantada en 2005 y 2009. 
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tanto, son beneficiarias de los programas de distribución de métodos anticonceptivos 
para mujeres. Por su parte, de un total de 25.499.261 varones y mujeres de entre 15 y 64 
años que viven en viviendas particulares, 9.644.629 no tienen cobertura de salud (INDEC, 
Cuadro P12. Total del país. Población en viviendas particulares por tipo de cobertura 
de salud, según sexo y grupo de edad) y, en consecuencia, integran la población objetivo 
de los programas de distribución de preservativos.
 
Estas cifras contrastan con la información proporcionada por el Ministerio sobre la po-
blación cubierta por el PNSSyPR. Si bien no contamos con datos sobre la población 
que efectivamente se benefició de la distribución de preservativos, a partir de los datos 
reseñados en el Cuadro 3 sí podemos conocer cuántas mujeres se beneficiaron de la 
distribución de métodos anticonceptivos para mujeres. Si comparamos estos datos con 
la información relevada por el Censo, podemos concluir que en 2010 sólo el 35% de las 
4.025.674 mujeres de entre 15 y 49 años censadas que carecían de cobertura de salud se 
benefició de la distribución de MACs. 

Cuadro 3. Población femenina que recibió algún MAC, 2010-2012. 

Método 
recibido

2010 2011 2012
Población cubierta Población cubierta Población cubierta

ACI 270.495 276.270 259.920
ACO 807.468 744.913 315.026
ACOLAC 271.925 243.648 67.945
AHE Sin datos Sin datos  Sin datos 
DIU 83.654 86.870 170.500
Total 1.433.542 1.351.701 813.391

 Fuente: Elaboración propia sobre la base de información proporcionada por el PNSSyPR

Finalmente, debemos destacar que las cifras disponibles sobre la población que se benefi-
ció de los programas de distribución de métodos anticonceptivos muestran una tendencia 
similar a los datos sobre inversión en la adquisición de insumos y la distribución de MACs. 
Así, en 2010, el número de personas que accedió a métodos anticonceptivos a través del 
PNSSyPR fue tres veces mayor que en 2009, cuando solo se beneficiaron 376.551 perso-
nas (PNSSyPR, 2010:28). Como ya señalamos, la cantidad de MACs entregados por el 
PNSSyPR en 2010 se cuadruplicó en comparación a 2009, en tanto que la inversión se 
multiplicó por 3,5. Sin embargo, en 2011, al tiempo que se redujo la cantidad de MACs 
distribuidos, disminuyo la cantidad de beneficiarios del programa. En 2012 se acentuó la 
caída de la inversión en MACs, lo que se tradujo en una disminución del 40% en la can-
tidad de insumos distribuidos y en una reducción del 43% en el número de beneficiarios 
con respecto a 2010. 
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IV. A modo de conclusión: logros y desafíos pendientes 
del PNSSyPR en materia de inversión y distribución
de métodos anticonceptivos

La creación del PNSSyPR en 2002 puso fin a una realidad marcada por la ausencia de 
políticas públicas orientadas a garantizar el derecho de la población a acceder a infor-
mación y asesoramiento y métodos anticonceptivos.  Así, progresivamente y, en particu-
lar, desde 2010, el programa fue incrementando la inversión en MACs y la cantidad de 
insumos distribuidos a la población, al tiempo que se ampliaba la variedad de métodos 
anticonceptivos a los que la población puede acceder de forma gratuita en los centros de 
salud públicos del país. Sin dudas, estos logros han contribuido a que la población cuente 
con más y mejor información y tenga mayor acceso a métodos anticonceptivos que les 
permiten adoptar decisiones libres y responsables sobre su sexualidad y reproducción.

Sin embargo, aún persisten varias cuentas pendientes. Así, la inversión en MACs ha 
registrado importantes fluctuaciones desde su creación, que se han visto reflejadas en 
la cantidad de métodos anticonceptivos distribuidos y en la cantidad de personas que 
se han beneficiado del programa cada año. Además, debemos enfatizar que la cantidad 
de MACs distribuidos en el período 2009-2012 fue menor a la población objetivo del 
programa. Así, en 2010, año en el que distribuyó la mayor cantidad de MACs desde la 
creación del programa, la cantidad de MACs para mujeres distribuidos sólo benefició al 
35% de la población objetivo del programa. Asimismo, el énfasis que pone el PNSSyPR 
en la distribución de preservativos, que se traduce en la reducción del peso relativo de 
los anticonceptivos hormonales en el total de MACs distribuidos, no parece guardar rela-
ción con las preferencias de la población beneficiaria, cuya demanda de anticonceptivos 
hormonales muestra una tasa de crecimiento mayor que la demanda de preservativos. 

A fin de abordar estos desafíos pendientes, el PNSSyPR debe producir y difundir infor-
mación precisa y actualizada sobre la demanda de métodos anticonceptivos por parte de 
la población, tanto en término cuantitativos como cualitativos. Esta información resulta 
indispensable para adecuar la inversión en MACs y la distribución de insumos a la de-
manda de la población objetivo del programa. 
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¿Cómo se organiza el 
cuidado en la Argentina?
Algunas respuestas a partir del análisis
de cinco centros urbanos
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Resumen

La forma en que una sociedad organiza los cuidados, es decir el modo en que desde 
el Estado, el mercado, las familias y la comunidad se resuelven las necesidades de 
cuidado, constituye un indicador del grado de igualdad de género de un país. La 
Argentina atraviesa una crisis de cuidados, ya que aumenta el número de personas 
que requieren cuidados, a la vez que las mujeres -tradicionales proveedoras- 
participan cada vez más en el mercado laboral. Frente a esta situación, ELA, ADC 
y CIEPP desarrollan el proyecto “El cuidado en la agenda pública. Estrategias para 
reducir las desigualdades de género”, que tiene entre sus objetivos visibilizar y 
valorizar el cuidado como un derecho de todas las personas. Este artículo presentan 
las principales conclusiones del diagnóstico (realizado en el marco del proyecto) 
sobre la situación del cuidado en la Argentina, en base a cinco centros urbanos: 
CABA, los Municipios de Morón y San Martín en la provincia de Buenos Aires, 
Resistencia y San Salvador de Jujuy. El diagnóstico incluyó tres ejes: políticas 
públicas que contemplan el derecho al cuidado de niños y niñas; legislación y 
normativa sobre el derecho a la conciliación, y prácticas empresariales relacionadas 
con la problemática.

Palabras clave: Cuidado, División sexual del trabajo, Organización social del 
cuidado, Enfoque de derechos, Políticas Públicas. 
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I. El cuidado y la organización social del cuidado

Todas las personas a lo largo de su vida necesitan cuidados: en la infancia, en la vejez 
o porque se encuentran en situación de dependencia por algún tipo de discapacidad o 
estado pasajero de dependencia. El cuidado refiere a las actividades indispensables para 
satisfacer las necesidades básicas de la existencia y reproducción de las personas, brin-
dándoles los elementos físicos y simbólicos que les permiten vivir en sociedad. Incluye 
el cuidado directo (la actividad interpersonal de cuidado), proveer las precondiciones en 
que se realiza el cuidado (la limpieza de la casa, la compra y preparación de alimentos, 
etc.) y la gestión del cuidado (coordinar horarios, realizar traslados a centros educativos 
y a otras instituciones, supervisar el trabajo de la cuidadora remunerada, etc.) (Gherar-
di, Pautassi y Zibecchi, 2012). Es decir que el cuidado repercute en la calidad de vida de 
quienes reciben cuidados y en la de quienes cuidan. En nuestras sociedades, las tareas de 
cuidado suelen ser llevadas a cabo por las mujeres, producto de determinados patrones 
culturales y de la división sexual del trabajo. Como consecuencia, las mismas ven afec-
tadas su participación en el mercado laboral debido a la dificultad de conciliar la vida 
laboral y familiar.

En este trabajo se revisa la importancia del cuidado y su relevancia para el bienestar de 
las personas, y las dinámicas políticas que actualmente se despliegan en torno al debate 
sobre el mismo. Para ello se presentarán los principales resultados del diagnóstico de la 
situación del cuidado elaborado en el marco del proyecto “El cuidado en la agenda públi-
ca: estrategias para reducir las desigualdades de género en Argentina1”, que desarrollan 
ELA (Equipo Latinoamericano de Justicia y Género), ADC (Asociación por los Derechos 
Civiles) y CIEPP (Centro Interdisciplinario para Estudio de las Políticas Públicas)2. Si bien 
la problemática del cuidado es un fenómeno amplio, que abarca las necesidades de niños, 
niñas, adolescentes, personas mayores, personas enfermas crónicas o con discapacidad, 
el análisis que se desarrolla en este trabajo está centrado en el cuidado infantil. Esto se 
debe a que la población infantil (de 0 a 14 años) sigue ocupando un papel importante en 
la estructura demográfica de nuestro país, con un total de 10 millones de personas (censo 
2010). Es decir, en nuestra sociedad la demanda de cuidado sigue estando fuertemente 
asociada con las necesidades de niñas, niños y adolescentes.

Como advierten Esquivel, Faur y Jelin, “nadie puede sobrevivir sin ser cuidado, lo cual 
convierte al cuidado en una dimensión central del bienestar y del desarrollo humano” 

1 Esta iniciativa cuenta con el apoyo financiero de la Unión Europea,  y se desarrolla en 5 centros urbanos: 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Morón, San Martín, San Salvador de Jujuy y Resistencia, debido a la 
imposibilidad de trabajar de manera activa sobre el conjunto del territorio argentino. La selección de las 
jurisdicciones se basó en un criterio de representación territorial, abarcando algunas jurisdicciones corres-
pondientes al área central así como dos municipios de las regiones con mayor vulnerabilidad socio-econó-
mica (como son el NEA y el NOA); así como en la estructura demográfica y la demanda de cuidado de estos 
centros urbanos, todos ellos caracterizados por una importante tasa de dependencia

2 El objetivo general del proyecto consiste en contribuir a reducir las desigualdades de género en Argentina 
a través de la formulación de propuestas que valoricen el cuidado como responsabilidad colectiva y lo inte-
gren en las políticas públicas, en condiciones de igualdad y como eje para el desarrollo. 



página 31

Nº 5 - segundo semestre 2013 - ISSN 1853-6565
www.cuestiondederechos.org.ar

¿Cómo se organiza el cuidado en la Argentina?  -  Gabriela Marzonetto y Lucía Martelotte

(2013:11). En el 80% de los hogares las tareas domésticas y el cuidado cotidiano de ni-
ños, niñas, adolescentes y de personas adultas mayores y/o con necesidades especiales 
recaen exclusivamente sobre las mujeres. El sistema educativo facilita indirectamente la 
conciliación entre trabajo y familia, pero sólo en lo que respecta a niños y niñas en edad 
de educación obligatoria, y a tiempo parcial. Esto implica que la organización social del 
cuidado es un aspecto central de los patrones de desigualdad social (Esquivel, 2012).

En general, los recursos y la oferta pública para el cuidado de niños son escasos, tanto a 
nivel público como privado. Así, la mayoría de los hogares resuelve el cuidado cotidiano 
en base a dos opciones: (i) accediendo a instituciones o contratando servicios de cuidado 
de manera privada, y (ii) a través de las redes de parentesco. Esta situación impacta de 
manera desigual según género y clase social, debido a que las responsabilidades del cui-
dado son asumidas mayoritariamente por las mujeres, y a que las estrategias de cuidado 
y conciliación entre la vida personal y laboral son diferentes según el nivel adquisitivo 
de los hogares. 

En los hogares de bajos ingresos, las estrategias de cuidado se basan en una combina-
ción entre la utilización de servicios de cuidado del Estado o comunitarios —que por lo 
general son escasos y con bajo nivel de cobertura— y una división sexual de trabajo más 
marcada y tradicional, donde las mujeres son las encargadas de las tareas domésticas 
mientras que los varones participan en el mercado laboral 3. En el caso de las familias 
de ingresos medios y altos, la inserción laboral de las mujeres es más igualitaria, aunque 
sigue la pauta tradicional de mayor trabajo no remunerado para las mujeres (Salvador, 
2010). Por otro lado, en el caso de los hogares monoparentales con jefatura femenina, las 
estrategias, independientemente del nivel adquisitivo, recaen sobre la mujer dificultando 
su inserción  laboral.

Esta marcada desigualdad por género y nivel de ingresos pone al problema del cuidado 
en cuestión. Así, para abordar la problemática se debe observar la interacción de múlti-
ples actores, instituciones y sectores que participan en el proceso de cuidado: el Estado, 
el mercado, los hogares y los servicios comunitarios. Shahra Razavi (2007) diseñó un 
esquema, denominado “diamante de cuidados”, que visibiliza el rol y la participación de 
estas cuatro dimensiones en la provisión del cuidado.

3 Esto último ha ido cambiado debido a la necesidad de más de un salario para la subsistencia.
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Figura 1. Diamante de cuidados.

Fuente: Elaboración propia en base a Razavi (2007)

La noción de “diamante de cuidados” deviene del “diamante de bienestar”, que incorpora 
el trabajo voluntario al “triángulo de bienestar”. Esta noción puede ser extendida al domi-
nio del cuidado, ya que incluye no solo al Estado, el mercado y la familia, sino también al 
heterogéneo grupo de proveedores de cuidados al que se refiere como sector comunitario, 
voluntario o sin fines de lucro. Por eso, podríamos pensar al “diamante de cuidados” como 
la arquitectura a través de la cual se provee el cuidado, especialmente para aquellos con 
necesidades de cuidado intenso, como niños pequeños, ancianos frágiles, personas con 
enfermedades crónicas o con discapacidades físicas o mentales (Razavi 2007, 2010).

II. El derecho al cuidado y la organización del cuidado 
de niños y niñas en Argentina

Para analizar la provisión de cuidados de niñas y niños es necesario observar cómo parti-
cipan diferentes actores que identifica Razavi (2007). Aquí se examinará el modo en que 
el Estado atiende al problema del cuidado en ciertas jurisdicciones seleccionadas, a través 
del análisis de las políticas públicas de cuidado de niños y niñas desde un enfoque de 
derechos, es decir: observando el grado de avance en el cumplimiento de las obligaciones 
negativas y positivas del Estado en torno a la garantía y provisión del mismo.

El enfoque de derechos considera el amplio conjunto de principios, reglas y estándares 
que integran los derechos humanos fundamentales plasmados en las constituciones na-
cionales, los pactos y tratados internacionales, las interpretaciones de éstos por parte de 
los Comités encargados del monitoreo, la labor de los relatores especiales de derechos 
humanos, entre otros, y que deben ser aplicados para establecer pautas y criterios para 
el diseño e implementación de estrategias de desarrollo sustentable y con mayor interés 
aún en materia de políticas sociales (Pautassi, 2013: 109-110). Estos tratados obligan a los 
Estados que los ratifican a tomar medidas relativas a garantizar los derechos establecidos 
en ellos, por tanto otorgan derechos reconociendo el poder de sus titulares, que pasan de 
ser vistos como meros beneficiarios a sujetos titulares de derechos. En efecto, el enfoque 
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de derechos explicita un reconocimiento de la relación directa existente entre el derecho, 
el empoderamiento de sus titulares, la obligación correlativa y la garantía, todo lo cual 
conjuga una potencialidad que puede actuar como una forma de restablecer equilibrios 
en el marco de situaciones sociales marcadamente desiguales (Pautassi, 2013: 115).

Si bien el derecho al cuidado incluye diversos componentes (el derecho a la salud, el de-
recho a la educación, el derecho a la alimentación, el derecho a la seguridad social, y el 
derecho a la conciliación de la vida personal y laboral), en esta oportunidad, por razones de 
extensión nos centraremos en el derecho a la protección integral. La protección a la niñez 
refiere a la defensa de los intereses de los niños, niñas y adolescentes, garantizándoles el 
derecho a la educación, a la salud, a la alimentación, a la protección social y al respeto de 
su identidad. Estos derechos se encuentran consagrados en la Convención Internacional 
de los Derechos del Niño (que Argentina ratificó y adoptó por medio de la ley 23.849 de 
Convención de los Derechos del Niño), en el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (PIDESC) y en el Protocolo de San Salvador (Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos- Pacto de San José de Costa Rica).
Con el fin de garantizar la protección integral de los derechos de los niños, niñas y ado-
lescentes, en el año 2005 se dictó la Ley 26.061 de protección integral de los derechos 
de las niñas, niños y adolescentes, que adopta las garantías establecidas en los pactos, 
declaraciones y convenciones arriba mencionadas. En el marco de la ley 26.061 se entien-
de por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y 
simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley. Cuando exista conflicto 
entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos 
e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.

El artículo 4° de la ley hace referencia a las pautas bajo las cuales deben elaborarse las 
políticas públicas de niñez y adolescencia, teniendo en cuenta la importancia del rol de 
la familia en la efectivización de los derechos; la descentralización de los organismos de 
aplicación y de los planes y programas específicos de las distintas políticas de protección 
de derechos, a fin de garantizar mayor autonomía, agilidad y eficacia; la gestión asociada 
de los organismos de gobierno en la coordinación de las políticas; la promoción de redes 
intersectoriales locales; y el fomento de la construcción de organizaciones y organismos 
para la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

En base a los lineamientos establecidos por la ley N° 26061 y demás pactos y convenciones 
mencionados, se analizaron las políticas públicas relativas cumplimiento del derecho a la 
protección integral de la niñez en las localidades seleccionadas 4. El cuadro a continua-
ción resume las características principales y el perfil de los destinatarios de las políticas 
públicas seleccionadas.

4 El diagnóstico elaborado es mucho más amplio y realiza un análisis integral del derecho al cuidado (con-
templando derecho a la salud, alimentación, educación y conciliación), para lo cual se analizan numerosas 
políticas que no se encuentran incluidas en este trabajo, debido a que en el presente solo analizamos aque-
llas políticas exclusivamente relacionadas con el derecho a la protección integral de la niñez.
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Cuadro  1. Políticas públicas de protección integral a la infancia por jurisdicciones.

Programa Área responsable Perfil de des-
tinatarios/as

Características del programa

Programas Nacionales
Primeros 
Años

Consejo Nacional de 
Políticas Sociales

Niños y niñas 
de 0 a 4 años

Establecer como política pú-
blica el abordaje integral del 
desarrollo de niñas y niños 
de 0 a 4 años, en su contex-
to familiar y comunitario

Creciendo 
Juntos

Ministerios de 
Desarrollo Social 
y de Educación 
de la Nación

Niños y niñas de 
entre 0 y 4 años

Promover y fortalecer el creci-
miento y desarrollo nutricional, 
emocional, social y motriz de 
niños y niñas, en los centros de 
desarrollo infantil comunitarios

Programas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
Centros de 
Primera 
Infancia

Secretaría de Pro-
moción social, 
Dirección de in-
clusión educativa. 
Ministerio de De-
sarrollo Social

Niños/as 45 días a 
5 años de familias 
en situación de vul-
nerabilidad social

Reconocimiento de la impor-
tancia de la participación del 
niño en la educación formal, 
funciona como espacio previo, 
de estimulación temprana

Centros 
Infantiles

Gerencia Operativa 
de Primera Infancia

Niños y niñas de 
entre 3 y 5 años 
que viven en zonas 
con población en 
situación de vul-
nerabilidad social 
y económica.

Garantizar las condiciones míni-
mas de educabilidad de todos los 
niños/as mediante la construc-
ción de espacios que promueven 
sus aprendizajes y formación 
integral, abarcando también 
a sus familias y comunidad.

CAINA Área de Niñez y 
Adolescencia.

Niñas, niños y ado-
lescentes de entre 
8 y 18 años de edad 
que viven en las 
calles de la ciudad

Ofrecer un espacio institucional 
de referencia y atención desde la 
Protección Integral, a partir del 
cual elaborar estrategias para me-
jorar la calidad de vida, disminuir 
los riesgos y vulneración de dere-
chos de la situación de calle y ale-
jamiento paulatino de la misma.

Centros de 
Desarrollo 
Infantil

Área de Niñez y 
Adolescencia

Niños y niñas entre 
45 días y 3 años 
pertenecientes a fa-
milias en situación 
de vulnerabilidad 
social o cuyos res-
ponsables adultos 
trabajen en CABA.

Brindar una atención integral, 
incluyendo actividades de es-
timulación temprana para el 
desarrollo infantil, actividades 
lúdicas y educativas, controles 
de salud, orientación social y 
psicológica para las familias y 
prestaciones alimentarias.
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Programas de la Provincia de Buenos Aires
Programa 
de De-
sarrollo 
Infantil

Subsecretaria de 
Políticas Sociales

Niños y niñas 
de 0 a 14 años

Estimulación y apoyo al proceso 
enseñanza-aprendizaje, comple-
mentando acciones de familias y 
escuelas n instituciones provin-
ciales, municipales y no guberna-
mentales convenidas para tal fin.

Programas del municipio de Morón
Jardines 
materna-
les y de 
infantes

Dirección de 
Educación. 

Niños y niñas 
de entre 45 
días y 5 años

Garantizar la educación ini-
cial de todos los niños y 
niñas del municipio.

Programa 
de Educa-
ción Ma-
ternal Co-
munita-ria

Dirección de 
Educación.

Niñas y niños de 
entre 45 días y 2 
años que no con-
curren a jardines 
maternales.

Promover la disminución del ries-
go social y el desarrollo integral 
de la niñez en la primera infancia

Programas del municipio de San Martín
Centros de 
atención 
a la niñez

Secretaría de De-
sarrollo Social

Niñez en situa-
ción de vulnera-
bilidad social

Atención y contención inte-
gral de niños/as, en situación 
de vulnerabilidad social.

Jardines 
municipa-
les y U. de 
Desarrollo 
Infantil

Secretaría de De-
sarrollo Social
Subsecretaria de 
inclusión e inte-
gración social.

Niñez en situa-
ción de vulnera-
bilidad social.

Creación de espacios de aten-
ción y contención integral 
de niños/as, en situación 
de vulnerabilidad social.

Centros 
munic. de 
atención 
integral 
al niño

Secretaría de De-
sarrollo Social

Niños y niñas 
del municipio.

Garantizar la alimenta-
ción de los niños y niñas

Atención a 
la comuni-
dad y Ser-
vicio Social

Secretaría de De-
sarrollo Social

Personas en si-
tuación de vulne-
rabilidad social

Atención integral para fa-
milias y personas en situa-
ción de vulnerabilidad

Familias 
de Abrigo, 
de acogida 
o guar-
dadoras

Secretaría de Desa-
rrollo Social, Subse-
cretaría de inclusión 
e integración social.

Niños y adoles-
centes en situa-
ción de vulne-
rabilidad o crisis.

Atención a niños y niñas que por 
razones de gravedad no pueden 
estar bajo el cuidado de su familia
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Programas de Chaco
Centros de 
actividades 
infantiles

Dirección gene-
ral de políticas 
socioeducativas, 
Ministerio de Edu-
cación, ciencia, 
tecnología y cultura

Niños y niñas que 
reingresan o ingre-
san por primera 
vez al sistema edu-
cativo a partir de 
la implementación 
de la Asignación 
Universal por Hijo

Ampliar el universo cultural 
de niños y niñas ofreciéndoles 
posibilidades para participar 
en actividades relacionadas 
con el arte, el juego, el deporte, 
las ciencias, las nuevas tec-
nologías u otras actividades 
relevantes en su entorno socio-
comunitario que contribuyan a 
la inclusión social y cultural.

Centros 
Integrales 
de Forta-
lecimiento 
Familiar

Subsecretaría de 
Niñez, adoles-
cencia y familia 
del Ministerio de 
Desarrollo Social

Niños y niñas 
menores de 13 
años de familias 
trabajadoras de 
bajos recursos.

Espacios de contención en los 
que se promueve el desarro-
llo integral de niños y niñas de 
bajos recursos y sus familias.

Programas de Jujuy
Oficina de 
Protección 
de Dere-
chos y For-
talecimien-
to Familiar

Dirección de Ni-
ñez, adolescen-
cia y familia

Acción Familiar 
con niños y adultos

Capacitaciones en relación a la 
difusión y protección de los de-
rechos de los niños, y cuentan 
con un convenio con la justicia 
para llevar los casos de me-
diaciones, y con un servicio de 
patrocinio jurídico gratuito.

Centros de 
Atención 
Integral de 
Niñez, Ado-
lecen-cia 
y Familia

Secretaría de Niñez, 
Adolescencia y Fa-
milia. Ministerio de 
Desarrollo Social 
de la provincia

Acción Familiar 
con niños y adultos

Actividades de contención  para 
todo el grupo familiar y la co-
munidad en general, para ello se 
fortalece la actividad deportiva

Centros de 
Desarrollo 
Infantil

Secretaría de Niñez, 
Adolescencia y Fa-
milia. Ministerio de 
Desarrollo Social 
de la provincia

Niños y  niñas de 
45 días a 4 años

Fortalecer las políticas públicas 
orientadas a la primera infancia 
y generar espacios de trabajo 
conjunto entre organizaciones 
comunitarias, actores locales, 
provinciales y nacionales.

Centros 
de Acción 
Familiar

Programa de For-
talecimiento nutri-
cional. Ministerio 
de Desarrollo Social 
de la provincia

Niños y niñas de 
entre 1 y 14 años en 
situación de vul-
nerabilidad social

Ofrecen una merienda dos veces 
a la semana, reforzada con calcio.

Al analizar los programas enumerados en el cuadro anterior se observan indicios de que 
en su elaboración e implementación se han tenido en cuenta todos los aspectos y pautas 
establecidas por la ley 26061, y por consiguiente por la CDN. El programa nacional de 
desarrollo infantil “Primeros Años”5 en lo formal y propositivo cumple con las pautas 

5 La información sobre el programa Primeros Años fue extraída de la página oficial del programa: http://
www.primerosanios.gov.ar/

http://www.primerosanios.gov.ar/
http://www.primerosanios.gov.ar/
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de elaboración de políticas públicas para la franja etaria que dispone la ley 26061. Sin 
embargo, la insuficiencia de la información en materia de cantidad de destinatarios, re-
cursos humanos y materiales destinados y presupuesto anual del programa, entre otros, 
para comprender su funcionamiento en la práctica, hace difícil evaluar su impacto en el 
cumplimiento efectivo del derecho a la protección integral. 

Por su parte, en materia de garantía del derecho a la protección integral, el Plan Nacional 
para la Primera Infancia “Creciendo Juntos”, en su orientación y propósitos ha incluido 
un enfoque de derechos. Se propone una mirada integral y busca ampliar la cobertura de 
atención con una concepción socioeducativa, al conjunto de la población de 0 a 3 años 
que hoy no se encuentra atendida por ninguna cobertura. Pero el goce efectivo de los 
derechos se ve limitado en tres aspectos:1) cobertura todavía6 insuficiente; 2) déficits en 
términos de infraestructura, equipamiento y condiciones laborales de las personas que 
trabajan prestando el servicio, y 3) heterogeneidad entre los centros, que pueden implicar 
desigualdades en las prestaciones recibidas y en las condiciones en que estas se reciben. 
En consecuencia, escasamente puede señalarse que cumpla con el contenido mínimo del 
derecho a la protección integral, siendo necesario pasar de la retórica de la inclusión de 
derechos a su efectiva satisfacción.

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, entre los programas orientados a la pro-
tección integral de la niñez los más importantes son: el programa “Primera Infancia”, 
los Centros de Atención Integral para niños y adolescentes en situación de calle y los 
Centros de Acción Familiar7. Todos ellos consideran a los niños, niñas y adolescentes 
como sujetos de derechos a los cuales hay que garantizarles el goce de los derechos más 
básicos y fundamentales para su bienestar8. 

Desde el enfoque de derechos, cabe decir que en su elaboración e implementación estos 
programas responden a los criterios de la ley 26.061 y buscan garantizar los derechos bá-
sicos. Asimismo, existe para gran parte de ellos información sobre la cantidad de centros 
por programa y un aproximado de los usuarios de los mismos, lo que permitiría construir 
indicadores de cobertura y evaluar el cumplimiento efectivo del derecho a la protección 
integral. Sin embargo esta información no está disponible para todos los programas, ni 
desagregada en un nivel suficiente para realizar de manera rigurosa dicho monitoreo 
del cumplimiento de los estándares mínimos. Algo similar ocurre con la información 
presupuestaria, lo que dificulta evaluar el principio de progresividad en la atención de 
estos básicos.

6 Decimos todavía, porque en los documentos oficiales del programa se estipula la ampliación del programa 
debido a la cantidad de destinatarios que quedan fuera del mismo.

7 Otros programas existentes en materia de protección a la niñez son: Casas de Niños, Niñas y Adolescentes, 
Acompañamiento Hospitalario y terapéutico a niños, niñas y adolescentes, Y Fortalecimiento de Vínculos 
Familiares y Comunitarios.

8 La información sobre los programas de la Ciudad de Buenos Aires se obtuvo de http://www.buenosaires.
gob.ar, de información expuesta en distintos trabajo de la Asesoría General Tutelar, de entrevistas realizadas 
al Coordinador del Programa Puentes Escolares, y de la información otorgada por la Directora del Programa 
de Centros de Primera Infancia, en los diálogos de cuidado organizados por CIPPEC en mayo de 2013.

http://www.buenosaires.gob.ar/
http://www.buenosaires.gob.ar/
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En la provincia de Buenos Aires9 se lleva a cabo el programa Unidades de Desarro-
llo Infantil (UDIs). El mismo tiene por objetivo la estimulación y apoyo al proceso de 
enseñanza-aprendizaje a niños y niñas de 0 a 14 años, complementando las acciones de 
la familia y la escuela en instituciones provinciales, municipales y no gubernamentales 
convenidas para tal fin. Resulta difícil evaluar la manera en que este programa avanza 
en la efectivización del derecho a la protección integral, toda vez que la información re-
lativa al programa resulta escasa y difusa. Asimismo, se hace explícita la diferencia entre 
la definición y los objetivos del programa por parte de la Provincia, y su funcionamiento 
efectivo a nivel de los Municipios. Por ejemplo, en el Municipio de San Martín, según se 
informara desde la Subsecretaría de Inclusión e Integración Social, el programa consiste 
en una asistencia por medio de becas que cubre el 7% del costo de atención por niño por 
parte de la provincia, y el 93% restante por parte del municipio. Esto da cuenta de la in-
suficiencia de la prestación y de la tensión que existe entre el propósito de la protección 
integral y lo que se alcanza en la práctica. Al mismo tiempo muchas de estas acciones 
quedan como medidas aisladas del conjunto de políticas integrales e interdependientes 
que reclama el conjunto de derechos humanos de niños y niñas.

En materia de derecho a la protección integral, en el municipio de Morón se observa 
que las actividades tendientes al cuidado y la protección integral infantil buscan en efecto 
garantizar el goce de los derechos básicos de niños y niñas. Sin embargo, mientras que 
en el programa de Acogimiento Familiar temporal se busca la des-institucionalización 
y la revinculación del niño con una familia -cumpliendo con lo establecido en la CDN y 
las normativas nacionales y provinciales-, los jardines municipales y centros infantiles 
promueven la institucionalización de la niñez, debido a que desde estos espacios se realiza 
unilateralmente la búsqueda de bancos e inscripción en las escuelas de la zona, debilitan-
do la responsabilidad y el poder de toma de decisiones de las familias. Esta situación ha 
sido tomada en consideración por la actual gestión de la Secretaría de Desarrollo Social, 
que se encuentra formulando acciones que busquen garantizar la participación y forta-
lecimiento del vínculo familiar, promoviendo el efectivo ejercicio de derechos.

La información sobre los programas de la provincia del Chaco10 es escasa, por lo que 
solo se puede observar que —al menos desde sus enunciados— los programas existentes 
buscan la protección infantil, particularmente en lo relacionado al fortalecimiento de 
vínculos familiares y comunitarios, al derecho a la educación y a la alimentación. A su 
vez, la Ley de Protección Integral del Niño y de la Niña fue sancionada en enero de 2013, 

9 La información sobre los programas de la Provincia de Buenos Aires y los municipios de Morón y San 
Martín fue extraída de las sitios electrónicos de los mismos (Buenos Aires http://www.gba.gov.ar/, Morón 
http://www.moron.gov.ar/ y San Martín http://www.sanmartin.gov.ar), y de entrevistas realizadas a la 
Subsecretaria de Inclusión e Integración Social de San Martín, y a los funcionarios de la Secretaría de Desa-
rrollo Social de la Municipalidad de Morón.

10 La información sobre los programas de Chaco fue extraída de la página web oficial de la provincia (http://
portal1.chaco.gov.ar/) y del municipio de Resistencia (http://www.mr.gov.ar/v2/sitio/html/index.php.). 
También se realizaron entrevistas a diferentes funcionarios de la ciudad de Resistencia: de la Subsecretaría 
de Género y Familia, de la Subdirección de Niñez, Adolescencia y Familia, , de la Dirección de la Mujer, de 
la Dirección de Políticas Socioeducativas, y de la Agencia de Empleo

http://www.gba.gov.ar/
http://www.moron.gov.ar/
http://www.sanmartin.gov.ar/
http://portal1.chaco.gov.ar/
http://portal1.chaco.gov.ar/
http://www.mr.gov.ar/v2/sitio/html/index.php
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por lo que la adecuación al abordaje integral de la protección demandará tiempo. Si bien 
el trabajo que se realiza en esta materia demuestra un reconocimiento de los derechos y 
garantías antes mencionados, la insuficiencia de información (en materia presupuesta-
ria, de recursos humanos y materiales, de cobertura, etc.) no permite evaluar el nivel de 
cumplimiento con las obligaciones en torno al derecho al cuidado. 

En la provincia de Jujuy11, al igual que en las demás jurisdicciones, el nudo crítico se 
presenta en las brechas existentes ente los objetivos y la efectiva implementación de los 
programas, ya que lejos de ser políticas integrales se reducen a un conjunto de progra-
mas y prestaciones, con algún tipo de vinculación, pero lejos de alcanzar un diseño de 
integralidad  tanto en las prestaciones como en la oferta.

Si bien la producción y disponibilidad de información constituyen uno de los principales 
estándares de derechos que no se cumplen, también se advierte que las concepciones 
en torno al cuidado y al lugar de la mujer son controvertidas y, en la mayoría de los ca-
sos, no se encuentran explicitadas institucionalmente. Ciertamente, habrá que esperar 
un lapso de tiempo considerable para poder indagar qué cambios se ocasionaron en la 
organización familiar del cuidado en la primera infancia luego de la implementación de 
estas estrategias, que a la fecha, dado el déficit de información existente, no se pueden 
realizar para ninguna de las jurisdicciones seleccionadas.

En síntesis, el repaso de los programas que tienen como objetivo atender la protección 
integral de los niños, niñas y adolescentes, a nivel nacional y en las distintas jurisdicciones 
estudiadas da cuenta de la incorporación de la impronta de la Convención Internacional 
de los Derechos del Niño y de la Ley 26.061. La garantía de la protección de los derechos 
de los niños a la educación, la estimulación temprana, el esparcimiento y la alimentación 
están presentes formalmente en los programas analizados.  Si bien fue posible indagar en 
qué medida en los objetivos de las políticas públicas estaban contemplados los principios 
de los tratados y pactos a los cuales el Estado Nacional adhiere, no se puedo analizar infor-
mación relacionada a destinatarios, criterios de acceso, demanda, cobertura y presupuesto 
debido a la escasa información pública sobre varios de los mismos. Es decir, el estándar en 
términos de producción y acceso a la información se encuentra parcialmente vulnerado12.

III. El derecho a la conciliación en la normativa 13

El análisis de las políticas y programas destinados al cuidado infantil se complementó con 

11 La información sobre los programas de Jujuy fue extraída de la página web de la Provincia (http://www.
jujuy.gov.ar/) y de la del Municipio de San Salvador de Jujuy (http://www.sansalvadordejujuy.gov.ar/). 
Asimismo aportaron información las funcionarias de la Dirección de Paridad de Género de Jujuy.

12 Decimos parcialmente vulnerado debido a la falta de coordinación de un sistema de producción de infor-
mación pública que garantice a su vez el acceso y la calidad de la misma.

13 Esta sección se basa en la sistematización y análisis realizados por Ana Laya en el marco del proyecto “El 
cuidado en la agenda pública. Estrategias para reducir las desigualdades de género en Argentina”.

http://www.jujuy.gov.ar/
http://www.jujuy.gov.ar/
http://www.sansalvadordejujuy.gov.ar/
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una revisión de la legislación vigente tanto para el empleo público como para el empleo 
privado. Dado que los sistemas de licencias, beneficios y asignaciones familiares juegan un 
papel relevante en la organización del tiempo y en la disponibilidad de dinero y recursos 
para el cuidado de niños y niñas, se relevó y analizó la legislación laboral nacional y la de 
las jurisdicciones incluidas en el proyecto. 

El análisis contempló tanto al régimen de empleo del sector público como del privado. 
Dentro del primero se trabajó sobre el régimen de la Administración Pública, y el aplicable 
a empleados de los Poderes Legislativo y Judicial, así como del Ministerio Público Fiscal 
y de la Defensa. En el sector privado, se incluyeron la Ley de Contrato de Trabajo (en 
adelante LCT), los estatutos docentes de las diferentes jurisdicciones y la ley que regula 
el trabajo en casas particulares. Se optó por incorporar la normativa de estos dos últimos 
sectores porque refieren a actividades que están estrechamente vinculadas a las tareas de 
cuidado, y son sectores donde la fuerza de trabajo es eminentemente femenina. Aunque 
no se desarrollarán en este artículo por motivos de espacio, también se analizaron las 
asignaciones familiares, que complementan el cuadro de los recursos económicos con 
que cuentan las familias para atender el cuidado. 

En términos generales, las disposiciones que regulan el ámbito del trabajo incluyen licen-
cias con goce de haberes relativas a maternidad, paternidad, adopción, atención de hijos/
as menores o con discapacidad y atención del grupo familiar. Además, existen beneficios 
tales como reducción de jornada laboral para madres de lactantes, y adecuaciones o 
cambios en el puesto de trabajo por motivo de gravidez. Unos pocos regímenes laborales 
incluyen licencias o permisos por adaptación escolar o visitas con fines de adopción.

Estos beneficios, que están ligados al trabajo formal e integran el conjunto de los dere-
chos laborales, se complementan con el sistema de asignaciones familiares14 que otorga 
a trabajadores y trabajadoras –formales e informales- una suma de dinero para afrontar 
diferentes situaciones del ciclo vital15. Estas no son remunerativas, es decir que no cons-
tituyen una contraprestación laboral. Por último, es importante señalar que las perso-
nas que trabajan bajo las modalidades de monotributo o autónomo quedan por fuera 
de cualquier beneficio ya que no están alcanzadas por las normas laborales, ni reciben 
asignaciones familiares.

14 En Argentina, el sistema de asignaciones inició en 1956, con la creación de una asignación familiar por 
hijo a cargo mediante una caja compensadora conformada por aportes patronales. En 1968, la ley 18.017 
incorporó al sistema a los trabajadores estatales; en 1974 se incorporaron los jubilados y pensionados y en 
1976 los titulares de pensiones asistenciales por invalidez. En 1996, la ley 18.017 fue sustituida por la ley 
24.714, que instituyó el Sistema Único de Seguridad Social (S.U.S.S.), administrado por el ANSES, y disolvió 
las cajas de asignaciones familiares.

15 Existe un sistema de asignaciones para trabajadoras/es formales y otro para trabajadoras/es informales. 
La diferencia entre ambos es la cantidad de supuestos que contempla. Mientras que para quienes traba-
jan informalmente sólo existen tres asignaciones (Asignación Universal por Hijo para Protección Social, 
Asignación por hijo con discapacidad para protección social, y Asignación por Embarazo para Protección 
Social), en el caso de trabajadoras/es formales se añaden una multiplicidad de situaciones: por matrimonio, 
por nacimiento, por maternidad, por adopción, por matrimonio y una ayuda escolar anual.
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Sector público

Un primer dato que se desprende del análisis de la normativa que regula el derecho a 
la conciliación en el sector público es que existe una gran variabilidad, tanto entre los 
poderes  del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y a nivel nacional el Ministerio 
Público) como entre jurisdicciones. A nivel de los poderes nacionales, se observa que la 
normativa tiene una concepción más amplia respecto al derecho al cuidado, en términos 
generales, en el Ministerio Público de la Defensa, no sólo porque los períodos de licencias 
suelen ser más extensos, sino porque incluye en varias medidas a los varones (lo cual 
promueve la corresponsabilidad), y además adopta una concepción más amplia del cui-
dado, incorporando beneficios adicionales asociados con la adopción y las licencias para 
adaptación escolar. En el extremo opuesto se ubicaría el Poder Legislativo, puesto que 
en términos comparativos es el que presenta una situación más restrictiva con respecto 
al derecho al cuidado.

La heterogeneidad no se da sólo entre poderes, sino también entre jurisdicciones. Un 
claro ejemplo surge al comparar la situación normativa de las jurisdicciones del proyec-
to en el ámbito de la Administración Pública (Cuadro 2). En este ámbito Jujuy aparece 
como la jurisdicción que contempla menos prerrogativas relacionadas con la conciliación 
familia-trabajo, y Chaco la que cuenta con un marco más amplio para asegurar el derecho 
al cuidado. Aunque no figura en el cuadro, Morón es una jurisdicción que ha modificado 
su normativa para garantizar el derecho al cuidado. Una muestra de ello es que la licencia 
por maternidad se amplió a 210 días corridos, y la de paternidad a 20 días hábiles.

Cuadro 2. Licencias en la Administración Pública. Jurisdicciones seleccionadas.

Tipo de licencia
Adm. 
Pública 
Nacional

Adm. 
Pública 
Chaco

Adm. 
Pública 
Jujuy

Munic. Prov 
Buenos Aires

Adm. 
Pública 
CABA

Maternidad con 
goce de haberes

100 días (30 
antes y 70 
después)

180 días 
(60 an-
tes y 120 
después)

90 días (en 
2 períodos, 
al ser posi-
ble iguales)

90 días corridos 
(sin especificar)

105 días co-
rridos: 45 
días antes y 
60 después

Paternidad 5 días 15 días 2 días 3 días
10 días 
corridos

Adopción 100 días 100 días
No estable-
ce benefi-
cio especial

90 días corridos
Mujer: 
90 días 
corridos

Excedencia 3 a 6 meses
Más de 6 
meses

No estable-
ce benefi-
cio especial

3 a 6 meses
Hasta 
120 días 
corridos

Reducción ho-
raria para ma-
dres lactantes

2 horas 
diarias 
por 1 año

2 horas 
diarias por 
3 meses

1 hora por 
día por 6 
meses

2 horas diarias 
por 1 año

2 horas 
diarias 
hasta los 
12 meses
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Atención gru-
po familiar

20 días 30 días
7 días 20 días

Hasta 15 
días co-
rridos 

Adaptación 
escolar

Sin be-
neficios

Sin be-
neficios

Sin be-
neficios

Sin beneficio

3 horas 
diarias du-
rante 4 días 
corridos.

Sector privado

En lo que refiere al sector privado, la LCT constituye el piso mínimo de protección de de-
rechos de las/os trabajadoras/es en relación de dependencia, el cual puede ser ampliado 
por los diversos convenios colectivos de trabajo de cada sector. Además de las licencias, 
el artículo 179 de esta ley indica que en los establecimientos donde preste servicios el 
número mínimo de trabajadoras, el empleador deberá habilitar salas maternales y guar-
derías para niños hasta la edad y en las condiciones que se establezcan, cuestión que 
hasta el momento no se ha reglamentado. Por su parte, y en caso que los empleadores 
no cuenten con esas instalaciones, el art. 103 bis inc. f) los obliga a reintegrar los gastos 
por  guardería y/o sala maternal en que incurran los trabajadores varones o mujeres con 
hijos de hasta seis años de edad. 

Cuadro 3. Licencias y permisos contemplados en la Ley de Contrato de Trabajo

Tipo de licencia Características

Maternidad
90 días corridos, divididos en un período de 45 días anterior al 
parto y otro igual posterior al parto. Se podrá reducir la licencia 
anterior al parto, que no será inferior a 30 días. 

Paternidad 2 días corridos.

Adopción No establece ninguna licencia ni beneficio.

Excedencia Mínimo 3 meses y máximo 6 meses, sin goce de haberes

Reducción horaria para madres 
de lactantes

2 descansos diarios de media hora por un período no superior 
a 1 año posterior a la fecha de nacimiento.

Gravidez No establece ninguna licencia ni beneficio.

Hijos discapacitados
6 meses posteriores a la licencia por maternidad, según esta-
blece la ley 24.716.

Atención de hijos menores No establece ningún beneficio respecto a este criterio.

Atención grupo familiar No establece ningún beneficio respecto a este criterio.

Adaptación escolar No establece ningún beneficio respecto a este criterio.

Visitas c/ fines de adopción No establece ningún beneficio respecto a este criterio.

Al contrastar esta legislación con la que regula el empleo público, se observa que quienes 
trabajan en el sector público cuentan, en términos generales, con un marco normativo 
más robusto y proclive a la conciliación que quienes se desempeñan en el ámbito privado.
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Corresponde asimismo mencionar los estatutos docentes, puesto que regulan la actividad 
de un sector altamente feminizado y que además cumple un rol importante en la orga-
nización social del cuidado, brindando a las familias un mecanismo fundamental para 
la conciliación. En comparación con la LCT, los estatutos docentes permiten una mayor 
compatibilidad entre la vida familiar y laboral, ya que los permisos suelen ser más amplios 
y abarcan una mayor cantidad de supuestos. Sin embargo, una de las paradojas que se 
desprende de su análisis consiste en que a pesar de estar dirigidos a trabajadores/as en el 
ámbito de la educación, gran parte de ellos no contempla licencias por adaptación escolar.

Una mención especial merece la sanción, en marzo de 2013, de la ley 26.844 de Régi-
men Especial de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas Particulares. Si bien aún 
está pendiente de reglamentación, significó un importante avance puesto que terminó 
con una situación histórica de desigualdad a la que se enfrentaban estas trabajadoras, 
equiparando en gran medida sus derechos con los de la LCT. Anteriormente no estaban 
regulados derechos básicos (como por ejemplo la licencia por maternidad) y otros tenían 
menor alcance que para el resto de trabajadores (como las vacaciones). 

Del análisis del relevamiento se desprende que en Argentina existe un importante conjun-
to de normas vinculadas a niveles nacional y provinciales que buscan atender el derecho a 
la conciliación entre la vida laboral y familiar, y establecen distintos beneficios vinculados 
con las cargas del cuidado. Sin embargo, en su mayoría, estos beneficios están fuerte-
mente relacionados a la condición de asalariados/as, siguiendo el esquema tradicional 
de protección social argentino. Una segunda limitación refiere a la concentración de la 
normativa en materia de licencias y permisos relacionados con el nacimiento de hijas/os, 
y su debilidad en otros aspectos que podrían facilitar la conciliación entre la vida laboral y 
familiar, como por ejemplo las licencias parentales, de carácter más amplio, para atender 
las necesidades de cuidado en los primeros años de vida de niños y niñas. 

A su vez, es importante destacar el tinte maternalista de las normas, puesto que están 
mayoritariamente dirigidas a las trabajadoras mujeres, dejando a los varones en un rol 
secundario. En este sentido, en lugar de promover la corresponsabilidad, estos marcos 
refuerzan el rol de cuidadoras de las mujeres y acentúan la desigual distribución del 
cuidado existente en nuestro país. Un claro ejemplo es la disparidad de las licencias por 
maternidad y por paternidad. Mientras que las licencias por maternidad oscilan entre los 
90 días de la LCT y los 210 de las legislaciones más permisivas (Municipio de Morón), 
las licencias por paternidad van de los 2 días a los 30 días corridos (como en el caso del 
Poder Judicial y el Ministerio Público Fiscal de CABA). Además, el derecho de excedencia 
(es decir, la extensión de la licencia por un período adicional sin goce de haberes) se con-
templa exclusivamente para la madre, sin considerar los diversos arreglos familiares que 
podrían elegir que sea el varón quien tome este beneficio. Al no habilitar esta posibilidad 
de elección, queda claro que la legislación no sólo tiene un enfoque marternalista, sino 
que además se sustenta en la idea del varón proveedor, de cuyo ingreso no es posible 
prescindir frente a la “complementariedad” del ingreso femenino.
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Por último, otra de las características de la legislación relevada consiste en su alto grado 
de heterogeneidad: el derecho de las personas a la conciliación no cumple con el supues-
to de la igualdad en el acceso, sino que depende en gran medida del sector en el que se 
desempeñe (público o privado), de la jurisdicción en la que se encuentre y de la condición 
laboral (empleo formal o informal). 

IV. Prácticas y políticas empresariales vinculadas al 
cuidado

El tercer elemento del trabajo de diagnóstico consistió en el análisis de las políticas y 
prácticas de cuidado en el ámbito empresarial. Este relevamiento fue quizás uno de los 
aspectos más complejos, principalmente por la gran dispersión del sector: las empresas 
multinacionales, nacionales, medianas y pequeñas enfrentan realidades bien distintas. 
Por ello, el objetivo consistió en identificar tendencias a partir del análisis de las prácticas 
de algunas empresas, que pudieran eventualmente promover políticas similares en otras. 

Se realizaron entrevistas en profundidad a representantes de empresas correspondientes 
a los siguientes rubros: laboratorios farmacéuticos, supermercados, alimentación, salud, 
recursos humanos y consultoría, tecnología y servicios financieros. Si bien se obtuvo 
diversidad en cuanto a los sectores analizados, el limitado tamaño de la muestra16 no 
permite extraer conclusiones generalizables al conjunto de la economía argentina. En 
cuanto a los perfiles de las empresas, la mayor parte fueron multinacionales con repre-
sentaciones en Argentina. Se caracterizaban por contar con importantes estructuras y 
sólidos equipos de recursos humanos, lo cual constituye un factor facilitante en la im-
plementación de medidas para fomentar la conciliación entre la vida familiar y laboral y 
promover la corresponsabilidad. Asimismo, todas las empresas entrevistadas se dedican 
a la provisión de servicios, de modo que las conclusiones se circunscriben a este ámbito. 

Las empresas entrevistadas cuentan con plantas de trabajadores en las que mujeres y varo-
nes son empleados en una proporción similar a nivel general. Sin embargo, la desigualdad 
se hace evidente en los puestos de mayor jerarquía, que siguen estando principalmente 
a cargo de varones. Este fenómeno, conocido como techo de cristal, hace referencia a los 
obstáculos invisibles que impiden que las mujeres se desarrollen laboralmente y accedan 
a posiciones de mando, lo que redunda en una pérdida de talentos potenciales para las 
empresas. Esto ha generado el interés por desarrollar iniciativas dirigidas a establecer 
medidas vinculadas con el cuidado de modo de facilitar la retención de las mujeres a lo 
largo de la carrera profesional: uno de los obstáculos que enfrentan es la desigual distri-
bución de las tareas reproductivas y de cuidado, que al recaer de manera casi exclusiva 
sobre las mujeres limitan sus posibilidades de acceso y ascenso en el mercado laboral.

16 Aunque se contactó a un número importante de empresas, se pudieron concretar entrevistas con repre-
sentantes de 10 empresas. 
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Principales programas y políticas vinculadas al cuidado

Entre las empresas relevadas se ha identificado una tendencia hacia el reconocimiento 
de ciertos beneficios vinculados con las licencias de maternidad y paternidad, excediendo 
ampliamente lo establecido en la LCT. Se ha generalizado el retorno progresivo tras la 
maternidad (que en general consiste en una reducción de la jornada de trabajo por un 
período determinado de trabajo, sin que ello implique una reducción del salario) para 
aquellas mujeres que no optan por la excedencia. Acordando un período de acomoda-
miento más flexible que el previsto legalmente, las empresas buscan facilitar el retorno 
al empleo. De la misma manera, pareciera extenderse la licencia por paternidad (que la 
LCT establece en 2 días), aunque todavía por un período breve, de hasta 10 días.

En cuanto a la lactancia, las empresas entrevistadas reconocen cierta flexibilidad en la 
forma en que se ejerce el derecho establecido en la LCT, y tres de ellas cuentan con un 
espacio particular para tal fin. Otras tantas mencionaron que aunque no tienen un lactario, 
está dentro de sus planes incorporarlo en un futuro próximo.

Sin embargo, al tratarse de políticas que reflejan la estructura de derechos establecidos en 
la legislación, estas licencias y beneficios refuerzan la desigual distribución de las tareas 
de cuidado, puesto que las políticas destinadas a las mujeres superan ampliamente las 
de los varones, naturalizando su rol de cuidadoras. Además, no suelen existir licencias 
parentales más allá de los primeros meses de vida de los hijos e hijas, y cuando existen 
no están formalizadas sino que dependen de la negociación que resulte de la relación 
de las y los empleados con sus superiores. Pocas empresas cuentan formalmente con 
licencias para el cuidado de familiares enfermos, que no necesariamente sean los hijos 
e hijas pequeños. 

Llama la atención que a pesar de que se trata en su mayoría de empresas grandes con 
un número de trabajadoras/es superior al estipulado por la legislación para el estable-
cimiento de guarderías, sólo una de las empresas analizadas cuenta con este tipo de 
facilidades in situ. En su lugar, suelen aplicar subsidios para guardería, ya sea contra 
recepción de una factura o bien un monto de dinero fijo para las y los trabajadores con 
niños/as menores de 5 años. 

Para facilitar la conciliación familia-trabajo, algunas empresas ofrecen un servicio de co-
lonia de vacaciones para trabajadoras y trabajadores con hijos de hasta 12 años de edad. 
Este beneficio es muy valorado, puesto que cumple con el papel de estrategia de cuidado 
que durante el ciclo escolar desempeña el sistema educativo.

Un conjunto de medidas que se han extendido en los últimos tiempos son las vinculadas 
a la gestión del tiempo y el espacio, siendo las más frecuentes el manejo flexible de las 
jornadas laborales (también denominada flextime) y el trabajo desde el hogar algunos 
días de la semana (conocida como teletrabajo o home-office). Esto permite a trabajadores 
varones y mujeres disponer de ciertos arreglos particulares para las jornadas de trabajo, 
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sin que ello implique ninguna modificación en las condiciones de trabajo. Además, las 
empresas destacaron que los beneficios relativos a flexibilidad horaria y espacial –junto 
con el retorno paulatino tras la maternidad- son los que cuentan con mayor valoración 
positiva por parte de los empleados. 

No existe un único camino para describir la génesis de las políticas de conciliación familia-
trabajo, ya que mientras en algunos casos fueron precedidas por un proceso consciente 
de planificación, en otros respondió a situaciones o coyunturas excepcionales.

“Tenemos una política de teletrabajo que implementamos a partir de 2009, con la gripe 
A Siendo una empresa de salud,  mandamos a la gente que estaba en situación de riesgo 
a su casa antes de que salieran las políticas [del gobierno] en este sentido. Y resultó muy 
bien, la gente se lo tomó con mucha responsabilidad. Entonces, a partir de ese momen-
to, empezamos a pensar por qué no tener una política de teletrabajo. Empezar una vez 
por semana y después ver qué resultaba” (Mujer, responsable de Recursos Humanos, 
empresa de la salud).

Por otro lado, si bien existe un marco facilitador que viene dado por las casas matrices (y 
cuya influencia se refleja en la denominación de las políticas: home-office, flextime, soft-
maternity landing), las personas entrevistadas hicieron referencia a la existencia de un 
importante grado de libertad e iniciativa de las sedes locales. También resultó interesante 
comprobar que algunas de las políticas implementadas de modo pionero en Argentina y 
en la región se convirtieron posteriormente en políticas globales.

“El plan de calidad de vida surgió como algo local, hace unos cinco años. Y este año [2013] 
están lanzando una política global. Surgió a partir de una encuesta voluntaria orien-
tada  principalmente al estado de salud. Surgieron altos niveles de estrés, de obesidad, 
de sedentarismo. En base a eso decidimos hacer un plan de calidad de vida, tratando de 
equilibrar todos estos números que nos habían dado las encuestas”. (Mujer, responsable 
de Recursos Humanos, empresa de la salud)

Asimismo se destaca el rol de promoción y difusión de iniciativas internacionales impul-
sando la aplicación de medidas de conciliación familia-trabajo. En general consisten en 
índices o listados de buenas prácticas que les permiten a las empresas que las cumplen 
obtener una certificación. Fueron mencionados recurrentemente Great Place to Work. 
17 y el IFREI (Family-Responsible Employer Index, por sus siglas en inglés) del Instituto 
de Estudios Superiores de la Empresa de la Universidad de Navarra (España), con sede 
local en el Instituto de Altos Estudios Empresariales (IAE) de la Universidad Austral. 

Por último, existe entre las empresas una práctica extendida de benchmarking que  per-
mite evaluar si las políticas que ofrecen están en línea o no con las demás. En este sen-
tido, es posible afirmar que la implementación de medidas asociadas con la conciliación 
y la diversidad forman parte de un intento de las empresas por ser competitivas y atraer 
talentos y personal altamente cualificado. 

17 Para conocer más sobre estas iniciativas visitar sus webs: http://www3.iese.edu/ifrei/index.asp, http://
www.greatplacetowork.com.ar/ o consultar el informe diagnóstico sobre la situación del cuidado en la Ar-
gentina. 

http://www3.iese.edu/ifrei/index.asp
http://www.greatplacetowork.com.ar/
http://www.greatplacetowork.com.ar/
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Si bien inicialmente muchos de los programas y políticas de conciliación se pensaron para 
las mujeres -y en particular para las mujeres madres-, como es el caso de los subsidios 
por guardería o el flextime, se observa una voluntad por extender este tipo de políticas al 
resto del personal, como una forma de evitar situaciones de injusticia:

“El tema del retorno de la maternidad, el horario flexible, el teletrabajo, surgieron para 
hacerles la vida más fácil [a las mujeres madres]. Después los extendimos a todos….Por-
que ¿por qué los papás no se pueden ir más temprano para ir a buscar al hijo? ¿Por qué 
a una mujer le voy a decir que sí y a los varones que no?” (Mujer, Recursos Humanos, 
empresa de la salud).

En esta misma línea de garantizar igualdad de derechos, varias de las personas entrevis-
tadas reconocen la importancia de institucionalizar y convertir en parte de la cultura de 
la organización las prácticas en materia de conciliación familia- trabajo, para que sean 
un beneficio al alcance del conjunto de trabajadores. 

“Hay que avanzar generando esto como políticas y no como favores. Cuan-
do vos lo instalás como política, dejás de ponerlo en el lado subjetivo para ob-
jetivarlo” (Varón, Recursos Humanos, empresa del sector alimentación) 
 
“Nosotros teníamos prácticas aisladas, pero con eso no alcanzaba, o generaba inequi-
dad” (Mujer, Área Sustentabilidad, empresa de Recursos Humanos)

Para acceder a  las políticas y programas destinados a lograr la conciliación entre la vida 
personal y la vida laboral en general es preciso cumplir con una serie de requisitos: ser 
parte de la planta de empleados (excluye a personas empleadas por empresas terceriza-
das), contar con un mínimo de antigüedad y desempeñarse en determinadas tareas (por 
ejemplo, en ocasiones quienes se desempeñan como recepcionistas no son incluidas en 
estos beneficios). En este sentido, las personas tercerizadas – generalmente en tareas 
como seguridad, limpieza, y en algunas ocasiones mantenimiento- o con contratos tem-
porales no cuentan con estos beneficios. 

En síntesis, lo que se desprende del análisis es que estas políticas sólo están disponibles 
para un segmento de las empresas, potenciando así la desigualdad en términos de ingresos 
y de posibilidades. De todos modos, se observan algunas excepciones. Por ejemplo en el 
caso de una empresa prestadora de servicios de salud relevada, quienes suelen quedar por 
fuera de los beneficios son los médicos, debido a  la forma de contratación y  a su nivel 
de ingresos, que suele ser más elevado que el de los demás trabajadores.

En cuanto a la demanda de estas políticas, varias de las personas entrevistadas señalaron 
que los beneficios asociados a la conciliación familia-trabajo son cada vez más exigidos 
por las nuevas generaciones, varones y mujeres, y valorados a la hora de seleccionar en 
qué lugar trabajar. Es decir que el salario ya no es un determinante exclusivo de la elec-
ción del puesto de trabajo, otorgándole un papel muy relevante a las condiciones y a las 
posibilidades de desarrollar de modo simultáneo la vida personal y laboral. 
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V. Conclusiones

De este breve repaso por los diferentes componentes del diagnóstico del proyecto “El 
cuidado en la agenda pública: Estrategias para reducir las desigualdades de género en la 
Argentina” podemos concluir que nuestro país está atravesando una problema de cuida-
dos. Mientras que las necesidades de cuidado seguirán existiendo y aumentando –como 
lo ponen de manifiesto las elevadas tasas de dependencia- las tradicionales “cuidadoras” 
se han ido insertando en el mercado laboral. En consecuencia, cada vez necesitamos más 
cuidados, pero el cuidado se produce menos en los hogares, o a expensas de una sobre-
carga de tareas femeninas. Ante esta situación es necesario un cambio profundo en el 
abordaje del cuidado, articulando el diamante de Razavi: necesitamos políticas públicas 
y legislación adecuada, compromiso empresarial y corresponsabilidad familiar.  

Como se observó, las políticas públicas cumplen con los estándares normativos, al me-
nos en lo formal y discursivo. El  problema radica en que no se conoce con exactitud la 
capacidad de satisfacer la demanda ni la cantidad de recursos económicos, humanos 
y materiales necesarios para lograr los objetivos. A grandes rasgos, todas las políticas 
relevadas tienen componentes alimentarios, educativos y de protección a la niñez, pero 
la falta de información relativa a lo presupuestario y a la cantidad de destinatarios a los 
que llegan impide afirmar que cumplan con lo establecido en los documentos de progra-
ma. Asimismo, estos programas se enfocan únicamente en la población en situación de 
vulnerabilidad social. Si bien es  central trabajar prioritariamente con estas poblaciones, 
quedan por fuera los sectores de ingresos medios quienes resultan los más perjudicados 
en materia de cuidados; en ellos, la participación económica femenina es similar a la mas-
culina, pero se suma la imposibilidad de conciliación y los elevados costos de contratación 
de los servicios de cuidado del mercado, ya sea cuidadoras o guarderías.

Este panorama nos indica que, en primer lugar, no se puede afirmar que las políticas de 
protección a la niñez y de cuidado alcancen a toda la población en situación de vulnera-
bilidad social; y en segundo lugar, que el diseño de políticas de cuidado deja por fuera a 
los sectores de ingresos medios de la sociedad, dificultado la plena participación laboral 
femenina y la posibilidad de conciliación. 

Desde el plano normativo, dimos cuenta de la disparidad y heterogeneidad en materia de 
licencias tanto entre jurisdicciones como entre reparticiones públicas. Destaca la dispa-
ridad entre las licencias por maternidad y paternidad, como así las licencias por cuidado 
de personas: se observa un marcado patrón maternalista que reproduce jurídica e ins-
titucionalmente el rol de cuidadoras de las mujeres. Ante esto, es necesaria la creación 
de legislación relativa a la corresponsabilidad familiar, otorgando mayor participación 
de los padres en la crianza de los hijos/as, y contribuyendo a modificar el imaginario de 
los roles tradicionales. 

Por otro lado, se observó que el derecho a las licencias por maternidad y paternidad, así 
como a las asignaciones familiares, es solo para los asalariados formales, excluyendo a un 
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importante sector de la sociedad: las personas que trabajan bajo la forma de autónomos 
y monotributistas. Es por ello que resulta importante trabajar la legislación desde un en-
foque de derechos para lograr un marco normativo y regulatorio más amplio e inclusivo 
que asegure el derecho al cuidado de todas las personas y fomente la corresponsabilidad 
entre varones y mujeres como una forma de construir una sociedad más justa y equitativa. 

En el ámbito empresarial, se observó que todas las empresas relevadas cumplen parcial-
mente con lo estipulado en la LCT. Por un lado, cumplen en lo concerniente a licencias 
por maternidad/ paternidad o por familiar enfermo, pero no cuentan con  guarderías 
cuando entre su personal hay 50 o más trabajadoras. Sin embargo, dando cuenta de las 
limitaciones de las normas legales en esta materia, se identificó un intento por incorporar 
políticas destinadas a lograr la conciliación familia-trabajo más allá de lo previsto en la 
LCT, tales como el retorno paulatino de la maternidad o políticas de flexibilidad horaria 
(reducción horaria o flextime) y espacial (teletrabajo o home-office). 

Si bien estas medidas implican un avance en términos de condiciones para el ejercicio del 
derecho al cuidado, aún quedan varios desafíos pendientes. Uno de ellos es que estas polí-
ticas no siempre están disponibles para el conjunto de los empleados. Por otra parte, para 
acceder a algunos beneficios es necesario cumplir con una serie de requisitos relacionados 
con la antigüedad, el cargo desempeñado o el tipo de contratación. De modo que aunque 
exista una voluntad de ampliar las políticas para evitar situaciones de desigualdad, en la 
práctica siguen constituyendo un beneficio exclusivo de ciertos sectores, reproduciendo 
así la diferenciación de oportunidades y resultados al interior de la empresa. 

Otro de los desafíos consiste en superar los múltiples obstáculos culturales, institucio-
nales y económicos que impiden la efectiva implementación de estas medidas. Los más 
recurrentes parecieran ser la resistencia por parte de algunos sectores de la empresa, la 
falta de presupuesto para la implementación de las políticas, para el diagnóstico previo, 
y el monitoreo y evaluación posteriores, y el tamaño y las características de la empresa. 
El costo no es el mismo para PyMEs que para multinacionales, ni para todos los sectores: 
suele ser más fácil para las empresas del sector de la salud o recursos humanos y más 
complejo para las que se dedican a servicios financieros. 

Uno de los principales resultados que se desprende del diagnóstico es que a pesar de los 
avances que se han producido en cada uno de los ámbitos (políticas públicas, normativo y 
empresarial) sigue existiendo una marcada fragmentación social: la capacidad de dar y de 
recibir cuidados, la calidad de los mismos y la capacidad de conciliación, no es igual para 
todos los individuos sino que depende de factores como la jurisdicción, el tipo de inserción 
laboral y el nivel socio económico. Esto abona el mantenimiento de las desigualdades 
sociales y marca profundamente las desigualdades de género: la actual organización social 
del cuidado recae principalmente en los hogares, y dentro de los hogares en las mujeres. 
En este contexto, es central la concepción del cuidado como un derecho de todas 
las personas y como una responsabilidad social que interpele a cada uno de los 
actores que forman el “diamante de cuidados”. Es indispensable colocar el tema en la 
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agenda pública para promover políticas públicas y legislación acorde y que contribuya 
a la conciliación y corresponsabilidad en la Argentina, colaborando de este modo en la 
reducción de las desigualdades sociales y de género.
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El voto de personas 
procesadas privadas
de la libertad
en cárceles federales 
metropolitanas
Evidencias del monitoreo de las elecciones 
legislativas de 2013

Carla Peralta* y Pablo M. Pejlatowicz**

Resumen

El 27 de octubre de 2013, en el marco de elecciones legislativas nacionales, la 
Asociación por los Derechos Civiles (ADC) participó como entidad observadora en 
los actos electorales realizados en tres complejos penitenciarios federales del ámbito 
metropolitano. La votación se realizó mediante boleta única, donde cada persona 
detenida preventivamente podía votar por los candidatos a diputados y senadores 
nacionales de la provincia de su último domicilio. ADC observó que el porcentaje 
de participación de las personas empadronadas y en condiciones para votar en 
el ámbito metropolitano fue significativamente elevado. Sin embargo, también se 
detectó que  el 45% de un total de 2064 personas detenidas y empadronadas en 
establecimientos penitenciarios federales del área metropolitana no pudo emitir 
su voto por no tener disponible su documento nacional de identidad (DNI) por 
motivos tales como extravío, en trámite ante el Registro Nacional de las Personas, 
en el domicilio familiar o en el juzgado donde tramita su causa.   

Palabras clave: Sufragio, Cárceles, Personas procesadas detenidas, Monitoreo
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I. El derecho a voto de las personas procesadas y 
privadas de libertad

A partir de 2007, las personas procesadas detenidas pueden votar en las elecciones na-
cionales en todo el país. Este derecho surge de la reglamentación de la ley 25.858/2003, 
que modificó el Código Electoral Nacional. En su anterior redacción, el texto prohibía el 
voto de todas las personas detenidas, incluso aquellas detenidas preventivamente y sin 
condena firme.

La reforma legal que permite el sufragio de las personas sin condena tuvo su origen en 
el año 2002, con la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso 
“Mignone” (Fallos 325:524) relativa a un amparo presentado por el Centro de Estudios 
Legales y Sociales (CELS) con el objeto de que se adopten todas las medidas necesarias 
para garantizar el derecho constitucional a sufragar de las personas detenidas sin condena 
en todos los establecimientos penitenciarios de la Nación. En primera instancia, la acción 
fue rechazada por la jueza electoral María Servini de Cubría, quien alegó “imposibilidad 
por motivos organizativos”. Ante esta respuesta, el CELS apeló la decisión sobre la base de 
tratados internacionales de derechos humanos. Finalmente, la Cámara Electoral revocó la 
resolución de Servini de Cubría y declaró la inconstitucionalidad del Código Electoral en 
relación con el sufragio de las personas presas sin condena firme, pero sin tomar medidas 
que garantizaran su derecho al voto. Disconformes con la sentencia, tanto el Estado como 
el CELS recurrieron. La Corte Suprema convalidó la declaración de inconstitucionalidad 
del artículo 3.d del Código Electoral y dispuso que se tomasen las medidas necesarias 
para garantizar el sufragio de las personas procesadas detenidas. 

Así, luego de la reglamentación de la normativa, se llevaron adelante los actos electorales 
correspondientes a elecciones nacionales de 2007, 2009, 2011 y 2013 en los estableci-
mientos penales federales y provinciales de todo el país. 

Para que las personas procesadas privadas de su libertad puedan participar de las elec-
ciones haciendo efectivo su derecho al voto, mediante el decreto reglamentario 1291/06 
se creó el Registro de Electores Privados de Libertad, confeccionado y actualizado por la 
Cámara Nacional Electoral (en adelante CNE) sobre la base de información que le remiten 
todos los tribunales del país con competencia en materia penal. Con la información que 
recibe hasta noventa días antes de las elecciones, la Cámara imprime las listas provisio-
nales que contienen los siguientes datos: distrito electoral, cárcel, apellido y nombres 
completos, tipo y número de documento cívico, año de nacimiento y código de distrito 
de adjudicación del voto según el último domicilio registrado por el procesado.

Una vez confeccionadas e impresas las listas, la CNE debe remitirlas, con un mínimo de 
45 días de anticipación, a todas las cárceles de cada distrito para que dentro de los 15 
días de recibidas sus autoridades señalen al Registro de electores privados de libertad 
las anomalías o errores que detecten, para su eventual corrección. Tras las enmiendas 
correspondientes, estas listas constituirán el Padrón Electoral Especial para Procesados, 
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que debe hallarse impreso 15 días antes de la fecha de la elección.

El procedimiento de habilitación para la observación electoral en las 
cárceles

Según lo establecido en la Acordada Extraordinaria Nº 128/11 de la Cámara Nacional 
Electoral, las entidades que deseen acreditarse como observadoras electorales deben 
presentar una ficha técnica con sus datos, una nómina de los individuos participantes, 
una solicitud de autorización para el acompañamiento cívico a los comicios por organiza-
ciones de la sociedad civil y una nota con los datos de contacto. Una vez presentada dicha 
documentación, en un plazo no mayor de diez días la Cámara Nacional Electoral debe 
emitir una resolución ordenando la inscripción de la entidad en el Registro de entidades 
acreditadas para ejercer el acompañamiento cívico. Además, en el caso particular de mo-
nitoreo en establecimientos penitenciarios, ordena la notificación al Registro de Electores 
Privados de la Libertad, a la Coordinación de Programas y Proyectos Especiales, al Servi-
cio Penitenciario Federal y —por su intermedio— a las unidades de detención pertinentes. 
Posteriormente, la Cámara se comunica con la entidad solicitante para informar que las 
credenciales emitidas a los fines de efectuar el monitoreo están listas para ser retiradas. 
Éstas deben exhibirse para ingresar a los complejos donde se realizará el monitoreo1. 

Una vez concluida la inscripción ante la Cámara Nacional Electoral y habiendo sido no-
tificado el Servicio Penitenciario Federal (SPF), es necesario tramitar las autorizaciones 
de ingreso a los establecimientos bajo el cuidado de este último organismo. Debido a la 
reciente implementación de esta modalidad de participación y a la incipiente coordina-
ción entre los organismos intervinientes, fueron necesarias numerosas comunicaciones 
con distintas reparticiones de la CNE y el SPF para asegurar el normal ingreso y desen-
volvimiento de la observación electoral por parte de ADC.

II. La observación electoral en tres penales federales

La Asociación por los Derechos Civiles enmarcó su observación electoral en un diagnóstico 
en curso sobre diversas dimensiones de la prisión preventiva y que incluye herramientas 
de investigación, monitoreo, incidencia y litigio2. Una de las dimensiones de indagación 
refiere a la identificación de derechos vulnerados de las personas detenidas preventiva-
mente o sin condena firme. En este contexto, el acompañamiento cívico de ADC en las 
elecciones legislativas generales del 27 de octubre de 2013 se ciñó al relevamiento del libre 
ejercicio del derecho al sufragio de las personas procesadas privadas de su libertad, tal 

1 La resolución Nº 36/2013 SAE de la Cámara Nacional Electoral efectivizó la inscripción de la 
ADC en el Registro de entidades acreditadas para ejercer el acompañamiento cívico.

2 El proyecto cuenta con el apoyo de Open Society Foundations.
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como lo prevé el artículo 3 bis del Código Electoral Nacional y tratados internacionales 
de derechos humanos. Para este fin, integrantes de la ADC concurrieron a tres estable-
cimientos penitenciarios ubicados en la Ciudad Autónoma y en la Provincia de Buenos 
Aires: el Complejo Penitenciario de Devoto (C.A.B.A), y los Complejos Federales I y IV, 
ubicados en la localidad de Ezeiza con el propósito de observar el procedimiento de los 
comicios y la participación en ellos de las personas procesadas detenidas bajo custodia 
del Servicio Penitenciario Federal 3. 

En el acto electoral realizado en los tres establecimientos carcelarios visitados se utilizó el 
sistema de boleta única, conforme indica el decreto 1291/06, reglamentario del art. 3º bis 
del Código Electoral Nacional. La boleta única contiene los datos de todos los candidatos 
de cada provincia o distrito electoral para la elección a llevarse a cabo, evitando de esa 
manera el deber de controlar la disponibilidad de boletas de cada partido y jurisdicción 
correspondiente al último domicilio de las y los electores privados de libertad. Así, en cada 
complejo penitenciario se encontraron boletas únicas suficientes de cada jurisdicción, con 
los cargos nacionales correspondiente y los candidatos que se postulaban. 

El método de celebración de los comicios varió según el complejo penitenciario de que 
se trate. Los métodos disponibles fueron:

•	urnas, mesa de votación y autoridades de mesa ubicadas en un punto fijo, con lib-
ertad de las personas procesadas para acceder a la mesa durante toda la jornada 
electoral (CPF IV - Ezeiza mujeres);

•	urnas, mesa de votación y autoridades de mesa ubicadas en un punto fijo, con 
traslado de internos en intervalos para sufragar (CPF CABA);

•	urnas, mesa de votación y autoridades de mesa móviles, que se trasladan en una 
secuencia prefijada entre distintos puntos del complejo penitenciario. Los inter-
nos sólo eran trasladados a la mesa de votación cuando ésta llegaba a su módulo 
o pabellón dentro del penal. El Servicio Penitenciario Federal disponía el traslado 
dentro del penal.

Las tres metodologías cumplieron con el establecimiento de cuartos oscuros y el control 
de padrones. Según compulsa de la ADC, los y las docentes que dan clases en los mismos 
establecimientos penitenciarios oficiaron como autoridades de mesa e informaron que 
habían sido capacitadas especialmente para llevar adelante la jornada electoral. 

En cada complejo visitado se pudieron apreciar aspectos distintos, los cuales se detallan 
a continuación. 

3 Según la Síntesis Semanal del 18 de octubre de 2013, que el Servicio Penitenciario Federal pro-
porciona al Observatorio de Cárceles de la Procuración Penitenciaria de la Nación (PPN), en los 
establecimientos penitenciarios monitoreados se alojaban 2995 personas procesadas detenidas, 
sobre un total de 5359 personas procesadas privadas de libertad bajo responsabilidad del SPF en 
todo el país.
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Complejo Penitenciario Federal de la Ciudad de Buenos Aires (Varones)

Al ingresar al penal, un miembro del Servicio Penitenciario Federal fue designado para 
desempeñarse como acompañante de la ADC en el transcurso de la observación electoral. 
La emisión del sufragio se llevó a cabo de forma ordenada y organizada. Las dos urnas 
dispuestas para el voto de las personas procesadas se ubicaron en el sector adyacente al 
Centro Universitario Devoto (CUD). El procedimiento consistía en llevar a los procesados 
en grupos de doce personas desde los pabellones donde se alojaban hacia el lugar de vota-
ción. Una vez allí se los recibía en una primera mesa donde se les entregaba el DNI para 
votar y se les indicaba en qué mesa sufragar. Había sólo dos mesas de votación, limitadas 
a un máximo de 450 electores cada una (conforme indica el decreto 1291/06), cada una 
de ellas con las boletas únicas reglamentarias. Finalmente, en la mesa de votación les era 
requerido el DNI y se les entregaba el sobre firmado por las autoridades de mesa para que 
ingresaran al cuarto oscuro y emitieran su voto. Luego de depositar el sobre en la urna 
se les solicitaba que firmaran en el padrón y se les devolvía el DNI con el comprobante 
de la emisión de sufragio. Una vez emitido el voto, aguardaban a que el grupo con el que 
llegaron terminara de votar, entregaban el DNI junto con el comprobante de votación a 
las autoridades de mesa y se los volvía a trasladar a los pabellones donde residen.

Se pudo corroborar que, a pesar de contar el complejo con una población de 1397 per-
sonas procesadas (entre nacionales y extranjeros) 4, el padrón electoral sólo incluía 720 
individuos, de los cuáles 89 habían sido trasladados a otro establecimiento, contaban 
con arresto domiciliario o habían sido liberados a la fecha de las elecciones. Cabe aclarar 
que no fue posible determinar la cantidad de personas que deberían encontrarse habili-
tadas para votar sobre las 1397 personas alojadas, dado que la información obtenida no 
diferencia según la nacionalidad de los detenidos ni la fecha de detención en relación a la 
fecha de cierre de los padrones. El Sistema Nacional de Estadísticas sobre Ejecución de 
la Pena (SNEEP) indicó que al 31 de diciembre de 2012 el 79% de las personas detenidas 
en los establecimientos federales de todo el país eran argentinas 5. Sin embargo, puesto 
que el SNEEP no publica información desagregada simultáneamente por nacionalidad y 
situación procesal para cada uno de los penales —y la información se sistematiza anual-
mente— no es posible, para la sociedad civil, saber con antelación a los comicios cuántas 
personas deberían estar incluidas en el padrón electoral. 

Sobre las 631 personas empadronadas y presentes en el complejo penitenciario federal 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 219 internos se vieron impedidos de sufragar 
por no contar con su DNI, ya sea por encontrarse éste en su domicilio, en el juzgado, en 
trámite ante el RENAPER, o simplemente extraviado, según informó el Servicio Peniten-
ciario Federal en su calidad de autoridad electoral. De las 385 personas empadronadas, 
alojadas y con documento de identidad, 330 personas emitieron su voto. Es decir que la 

4 Conforme la síntesis semanal del SPF del 18 de octubre de 2013.

5 Sistema Nacional de Estadísticas sobre Ejecución de la Pena. Informe anual Servicio Peniten-
ciario Federal 2012. Disponible en http://www.infojus.gov.ar/resource/kbee:/saij-portal/con-
tent/sneep/ InformeSNEEPSPF2012.pdf
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participación de quienes efectivamente podían votar alcanzó el 86%. 

Complejo Penitenciario Federal I – Ezeiza (Varones)

En el Complejo Penitenciario Federal I (CPF I) se implementaron dos mesas de votación 
que, custodiadas por las autoridades de mesa, se trasladaban en conjunto a través de los 
diferentes módulos penitenciarios. Las autoridades de mesa se movilizaban con personal 
del Servicio Penitenciario Federal, que contaba con los documentos de identidad de las 
personas empadronadas y en condiciones de sufragar. 

Los cuartos oscuros se establecían a medida que la urna llegaba a cada módulo, y personal 
del servicio penitenciario trasladaba de cada pabellón a los procesados que estaban en 
condiciones de emitir el sufragio (por estar empadronados y contar con el DNI) y tenían 
intenciones de hacerlo. Las personas que no estaban empadronadas, o que estaban em-
padronadas pero no tenían DNI permanecían en el pabellón. Salvo excepciones (tales 
como los internos que trabajaban en tareas de mantenimiento o cocina), los detenidos 
sólo podían votar en el momento en que las urnas eran llevadas a su unidad carcelaria. 
Este mecanismo reduce los horarios reales de votación a aquellos en que la mesa electo-
ral se encuentra efectivamente presente y abierta en cada unidad dentro del complejo. 
Aunque la apertura de las mesas de votación habían ocurrido en el horario previsto (a las 
8.00hs.), a las 16.30 —es decir, 90 minutos antes del cierre de los comicios extramuros— 
había culminado la recorrida por todo el establecimiento y se cerraron las urnas. Así, esta 
metodología genera situaciones donde el interno debe elegir entre quedarse en su mó-
dulo para votar o abandonarlo para recibir las visitas o contactarse telefónicamente con 
su familia6. Ambas situaciones fueron observadas por la ADC en el Módulo 6 del CPF I.
Según se mencionara más arriba, el Servicio Penitenciario Federal indicó que nueve días 
antes de las elecciones se alojaban en el Complejo 1.329 personas con prisión preventiva 
(sin distinción entre nacionales y extranjeras).  Sin embargo, el padrón electoral para el 
CPF I contenía 757 electores, de los cuales 398 carecían de DNI por encontrarse extra-
viado por razones imputables al SPF, al tribunal a cargo de su detención o por el interno 
mismo, según informó el SPF. De los 359 internos alojados, empadronados y con docu-
mentación suficiente, votaron efectivamente 231 personas, con una participación de 64% 
de la población carcelaria habilitada en este complejo.

Complejo Penitenciario Federal IV – Ezeiza (Mujeres) 

En este Complejo Penitenciario, la mesa de votación, con una única urna, se instaló en un 
espacio fijo. De las 269 mujeres alojadas en el CPF IV 7, 105 se encontraban empadrona-

6 En Argentina, los actos electorales siempre se realizan en días domingo, que no son laborales. 
Sin embargo, en los penales, los domingos son también el principal día de visita. 

7 Al 18 de octubre de 2013, según informó el SPF.
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das. Según informaron las autoridades de mesa y el personal penitenciario, 16 mujeres 
inscriptas en el padrón electoral habían sido liberadas, trasladadas a otra jurisdicción o 
contaban con detención domiciliaria el día de las elecciones. De las 89 restantes, 31 no 
pudieron votar porque su DNI estaba en proceso de renovación a cargo del Registro Na-
cional de las Personas (RENAPER), mientras que las familias de otras 8 conservaban su 
documento de identidad, reduciéndose así a 50 quienes efectivamente se encontraban en 
condiciones de sufragar. De ellas, 48 emitieron su voto, es decir, 96% de quienes podían.

III. Consideraciones generales 

Las cifras obtenidas por ADC en su observación in situ fueron completadas con  in-
formación provista por el Servicio Penitenciario Federal para la Unidad 31 de Mujeres 
(Ezeiza) y los Complejos Penitenciario Federal II, y Federal Jóvenes Adultos (CFJA), 
ubicados en la localidad bonaerense de Marcos Paz8. El resultado total muestra que solo 
el 45% de la población empadronada pudo efectivamente emitir el sufragio. 
Descontando al 12% del padrón que se encontraba liberado, en detención domiciliaria, 
o trasladado a otra jurisdicción, el principal problema que obstruyó la votación 
de las personas privadas de libertad en los distintos complejos penitencia-
rios monitoreados fue la ausencia del documento de identidad. En los penales 
monitoreados y los informados adicionalmente por el SPF, esta problemática afectó a 
1073 personas, es decir al 41% de quienes figuraban en el padrón y al 52% de quienes 
estaban empadronados y alojados en el penal el día de la votación. Más de la mitad de 
los electores privados de libertad encontraron de manera sistemática y contundente el 
mismo obstáculo para ejercer su derecho.

Existen dos conjuntos de motivos por los cuales el Servicio Penitenciario Federal no 
contaba con el documento de identidad de las personas detenidas: en primer lugar, por 
razones atribuibles a la persona o su entorno, tales como haberlo extraviado previamente a 
su detención, o porque estaba en poder de sus familias para la acreditación de pensiones u 
otros servicios sociales. Sin embargo, el segundo motivo es preocupante: personas que no 
pudieron votar porque sus documentos habían sido extraviados por el juzgado o tribunal 
a cargo de la detención o por el propio Servicio Penitenciario Federal, según informó este 
último. El extravío de documentación por parte de autoridades obstruye el ejercicio de 
derechos, y su solución puede demorarse, según informaron internos en diálogo con ADC 
9. Estas situaciones denotan dos problemas graves: por un lado, la inaceptable pérdida 

8 El SPF informó especialmente a ADC sobre las personas empadronadas en los Complejos Pe-
nitenciarios Federales I, II, IV, CABA, CFJA y U31. Esta información permite contar con datos 
relativos a 4.298 personas procesadas privadas de libertad bajo responsabilidad de dicho orga-
nismo nacional, que representaban el 80% las personas procesadas bajo cuidado del SPF en todo 
el país al 18 de octubre de 2013.

9 Esta información surge de entrevistas realizadas por ADC en los establecimientos penitencia-
rios relevados, con anterioridad y posterioridad a la jornada electoral, en el marco del proyecto 
sobre prisión preventiva en curso.
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de documentación personal por parte de organismos judiciales y administrativos; y por 
el otro, la insuficiente diligencia en la tramitación de DNI extraviado —tramitación que 
depende del SPF y del Registro Nacional de las Personas (RENAPER), y no de la persona 
privada de libertad. Estos hechos resultaron notables en el CPF IV, donde 31 personas no 
pudieron votar porque su DNI aún se encontraba en trámite de renovación. Se trata del 
29% del total del padrón para dicho establecimiento, o del 35% de las mujeres alojadas 
y empadronadas en el complejo penitenciario mencionado10.

La metodología de trabajo del acompañante cívico en establecimientos penitenciarios 
se ve limitada por el acceso restringido, que sólo permite observar lo que ocurre en los 
espacios donde se encuentra la urna. No es posible realizar preguntas a las personas 
electoras sin interferencia de las autoridades penitenciarias o electorales, lo que impide 
una comunicación libre y abierta sobre posibles inconvenientes o irregularidades en la 
votación. En el contexto de encierro pueden surgir dificultades en el ejercicio del sufragio 
que devienen indetectables sin acceso pleno a los espacios de detención. Puesto que las 
personas privadas de su libertad no deciden en qué momento votan, sino que dependen de 
los traslados de urnas o de personas que realiza el personal penitenciario, puede ocurrir 
que no sean informados adecuadamente acerca del limitado momento del que disponen 
para votar, o que directamente no ocurra el traslado, sin que los observadores puedan 
constatar este punto, y su tarea quede trunca. 

La falta de acceso del equipo observador a la población privada de libertad que no sufragó 
impide indagar en la notable diferencia entre la cifra de personas alojadas y la cifra de 
personas empadronadas. Las personas procesadas que no estaban empadronadas ¿son 
extranjeras? ¿Son personas cuya detención ocurrió con posterioridad al cierre del padrón 
electoral? ¿Los tribunales o juzgados informaron incompletamente, y esto impactó en la 
conformación del padrón? Las personas que estaban empadronadas ¿lo sabían? Las que 
no estaban empadronadas ¿lo sabían y solicitaron rectificación o enmienda del padrón? 
Las personas que estaban empadronadas pero no pudieron votar por documento extra-
viado ¿sabían que su DNI estaba extraviado?

Según las cifras finales provistas por el Servicio Penitenciario Federal respecto de los 6 
penales mencionados más arriba, votó el 87% de las personas que estaban empadronadas, 
alojadas en el penal el día de los comicios, y con acceso a su DNI. La altísima participación 
de las personas procesadas y en reales condiciones de ejercer su derecho ilustra clara-
mente la relevancia otorgada al ejercicio político. Que las personas procesadas privadas 
de su libertad puedan ejercerlo es, sin lugar a dudas, un enorme avance. Sin embargo, 
también deben señalarse las cuestiones aún pendientes para garantizarlo plenamente. 

Por un lado, resulta indispensable reducir la brecha entre personas detenidas procesadas 
y personas incluidas en el padrón de electores. A título de ejemplo, de las 4.298 personas 

10 La falta de documentación de personas de acuerdo con la identidad de género también consti-
tuye otro hecho notable observado en el módulo 6 del CPF I (Ezeiza, Varones), donde  una perso-
na transexual sólo fue identificada por el nombre masculino que figuraba en su DNI. 
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procesadas y detenidas al 18/10/13 en los CPF I, CPF II, CPFIV, CFJA y U31, sólo 2.345 
se encontraban empadronadas. ¿Por qué 45% de las personas procesadas detenidas no 
estaba empadronada? Es necesario preguntarse en qué medida esta diferencia se explica 
por la nacionalidad (extranjera) y por fechas de detención posteriores al cierre de los pa-
drones, y en qué media es atribuible a fallas o pérdidas de información en la confección 
misma de los padrones. En ese sentido, “abrir” la confección de los padrones a la mirada 
de otras instituciones de la sociedad civil, y de la Procuración Penitenciaria de la Nación 
puede ser un primer paso hacia la efectivización de un derecho. 

Por otro lado, otra mejora esencial para el proceso electoral consiste en la agilización 
de trámites de renovación y primera confección de documentos de identidad. Más de la 
mitad de las personas empadronadas en el Registro de Electores Privados de Libertad se 
vieron imposibilitadas de votar por carecer de DNI. La falta de documentación obstruye 
muchos derechos además del derecho al voto. En el caso del sufragio, tal vez se podría 
establecer un mecanismo previo de verificación de la situación de los DNIs de las personas 
empadronadas que determine protocolos de identificación manual a cargo de autoridades 
estatales que permitan el voto. Asimismo, en épocas pre-electorales debería agilizarse la 
confección de los documentos que se encuentren pendientes, sin que ello disminuya las  
responsabilidades de instituciones y funcionarios de conservar y tramitar en tiempo y 
forma la documentación de las personas bajo su cuidado. 

Mientras esta situación persista no se estará respetando y garantizando de modo completo 
el derecho al voto de las personas procesadas detenidas.
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